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I.  DERECHO CIVIL  

 

1. DERECHO DE F AMILIA  

Jurisprudencia: Cuando aquél a quien se atribuyó el uso deja de representar un interés necesitado 
de protección, se extinguirán el derecho de uso en exclusiva, sin que ello comporte la atribución 
automática de dicho uso al otro cónyuge. 

STS (Sala 1ª) de 16 de octubre de 2019, rec. nº 272/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/2b2de6c806a9bac9/20
191028 

ò(é) El art²culo 90 CC, en su apartado 3 dispone que ôLas medidas que el Juez 
adopte en defecto de acuerdo o las convenidas por los cónyuges judicialmente, 
podr§n ser modiþcadas judicialmente o por nuevo convenio aprobado por el Juez, 
cuando así lo aconsejen las nuevas necesidades de los hijos o el cambio de las 
circunstancias de los cónyuges. Las medidas que hubieran sido convenidas ante el 
Secretario judicial o en escritura p¼blica podr§n ser modiþcadas por un nuevo 
acuerdo, sujeto a los mismos requisitos exigidos en este Código". 

De la lectura de la sentencia dictada en primera instancia -la de apelación no 
razona sobre ello- se desprende que la decisión judicial pasa por considerar que, 
dados los términos del acuerdo alcanzado por los cónyuges, aprobado 
judicialmente, sobre el uso de la vivienda familiar, ôla única alteración sustancial de 
las circunstancias que pudiera llegar a producirse para modiþcar la atribuci·n del 
uso es que la liquidaci·n de gananciales estuviera ya consumadaõ, por lo que nada 
importa la nueva situación de la demandada al haber contraído matrimonio y 
residir en otro domicilio.  

Tal argumentación no puede ser compartida ya que de la propia norma que ha 
sido transcrita se desprende que el cambio de circunstancias puede suponer que el 
juez -a instancia de parte- modiþque la medida adoptada incluso cuando ha 
existido acuerdo de los interesados sobre ella, pues tal acuerdo se adopta en 
atención a las circunstancias concurrentes en el momento en que se produce, 
pudiendo quedar afectado por cualquier modiþcaci·n posterior que pueda ser 
sustancial, como ocurre en el caso presente en que la esposa ha contraído nuevo 
matrimonioó(F.D. 2Ü).  

ò(é) Cuando aqu®l a quien se atribuy· el uso deja de representar un inter®s 
necesitado de protección, es lógico que se extinga el derecho de uso en exclusiva, 
sin que ello comporte la atribución automática de dicho uso al otro cónyuge 
cuando, a su vez, tampoco acredite un interés protegible para disfrutar de una 
posesión exclusiva. La vivienda ganancial puede -hasta la liquidación de la 
sociedad de gananciales- ser utilizada de otro modo, como es cederla a alguno de 
los hijos, arrendarla etc.  

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/2b2de6c806a9bac9/20191028
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/2b2de6c806a9bac9/20191028
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En este caso la demandada carece de un interés digno de especial protección a la 
hora de mantener a su favor la atribución de uso de la vivienda familiar, ya que ha 
contraído nuevo matrimonio y reside habitualmente en la vivienda de su nuevo 
esposo y tampoco se acredita por el demandante que concurra en él dicho interés 
protegible, por lo que procede la estimaci·n de la demanda en dichos t®rminosó 
(F.D. 3º). [S.R.LL.] 

 

Jurisprudencia: Los alimentos a los hijos menores de edad þjados en la sentencia de primera 
instancia, se devengan desde la interposición de la demanda. 

STS (Sala 1ª) de 6 de febrero de 2020, rec. nº 1943/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/f4102fa2683375de/202
00217 

ò(é) Esta Sala mantiene una doctrina constante en relaci·n con la retroactividad 
de la pensión alimenticia, entendiendo que cuando se plantea procedimiento de 
modiþcaci·n de medidas, la pensi·n que en ®l se þje (si es diferente a la de 
primera instancia), opera desde el dictado de la sentencia fallada en el 
procedimiento de modiþcaci·n.  

Sin embargo, cuando la pensi·n se þja en la primera instancia, la pensión se ha de 
abonar desde la fecha de interposición de la demanda (art. 148 del C. Civil).  

(é) No puede entenderse que la sentencia de primera instancia haya reca²do en 
un proceso diferente al de medidas provisionales previas, pues estas son unas 
medidas cautelares previas y conexas con el procedimiento principal (arts. 771.5 y 
772.1 LEC).  

Por ello, tratándose del mismo proceso ha de aplicarse la doctrina jurisprudencial, 
en el sentido que los alimentos þjados en la sentencia de primera instancia, se 
devengan desde la interposición de la demanda, sin perjuicio que se compute lo ya 
abonado en virtud del auto de medidas, para evitar un doble pago, ya que dichas 
medidas solo constituyen un estatuto jurídico provisional.  

La medida cautelar tiene condición accesoria del proceso principal cuyo resultado 
satisfactorio pretende asegurar con su adopción. Por ello, debe responder a un 
criterio de proporcionalidad con la þnalidad que persigue. Carece de autonom²a e 
independencia y est§ condicionada por el objeto del litigio a que se reþere ( art. 
726.1.1.º LEC).  

Su accesoriedad viene conþrmada por el art. 770.4 LEC al permitir su subsistencia 
sólo si en el plazo de 30 días se interpone la demanda.  

Los arts. 106 del C. Civil y 773.5 LEC no recogen un planteamiento diferente, 
pues supeditan los efectos de las medidas provisionales a lo que deþnitivamente se 
establezca en sentencia y, en este caso, en la sentencia se establece que los 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/f4102fa2683375de/20200217
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/f4102fa2683375de/20200217
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alimentos que ella þja se abonar§n desde la interposici·n de la demanda, al 
imponer ese criterio el art. 148 del C. Civiló (F.D. 2Ü) [S.R.LL.] 

 

Jurisprudencia: Las circunstancias concurrentes del art. 97 del CC operan como criterios 
determinantes de la existencia del desequilibrio y como m·dulos de cuantiþcaci·n de su montante 
económico. 

STS (Sala 1ª) de 12 de febrero de 2020, rec. nº 1512/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/00007891b12f8978/20
200224 

ò(é) La pensi·n compensatoria se conþgura como un derecho personal²simo de 
cr®dito, normalmente de tracto sucesivo, þjado en forma de pensi·n indeþnida o 
limitada temporalmente, susceptible, no obstante, de ser abonada mediante una 
prestación única, incardinable dentro de la esfera dispositiva de los cónyuges, 
condicionada, por lo que respecta a su þjaci·n y cuantiþcaci·n, a los parámetros 
establecidos en el art. 97 del CC, y fundada en el desequilibrio económico 
existente entre los consortes en un concreto momento, como es el anterior de la 
convivencia marital. 

(é) la simple desigualdad econ·mica no determina de modo automático un 
derecho de compensación y es preciso ponderar en conjunto la dedicación a la 
familia, la colaboración en las actividades del otro cónyuge, la situación anterior al 
matrimonio, el régimen de bienes a que haya estado sometido el matrimonio, así 
como ôcualquier otra circunstancia relevanteõ, de acuerdo con lo dispuesto en la 
recogida en último lugar en el art. 97 CC. Ello es así, dado que las circunstancias 
concurrentes del art. 97 del CC operan como criterios determinantes de la 
existencia del desequilibrio y como m·dulos de cuantiþcaci·n de su montante 
económico (SSTS de 19 de enero de 2010, de Pleno [RC n.° 52/2006], luego 
reiterada en SSTS de 4 de noviembre de 2010 [RC n.° 514/2007], 14 de febrero 
de 2011 [RC n.° 523/2008], 104/2014, de 20 de febrero y 495/2019, de 25 de 
septiembre, entre otras muchas) 

(é) Seg¼n resulta de los hechos declarados probados las circunstancias del art. 97 
del CC se materializan de la forma siguiente:  

A) Los acuerdos a los que hubieran llegado los cónyuges. En este caso, ningún 
convenio consta al respecto.  

B) La edad y el estado de salud. En este sentido, a la fecha de la sentencia del 
Juzgado, la actora contaba con 43 años y el demandado con la misma edad. No 
consta ninguna incidencia negativa con respecto al estado de salud de los 
litigantes. 

C) La cualiþcaci·n profesional y las probabilidades de acceso al trabajo. La 
demandante es bióloga de profesión y goza de estabilidad laboral, trabajó antes de 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/00007891b12f8978/20200224
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/00007891b12f8978/20200224


Praxis Judicial de los Tribunales Españoles ðISSN 2386-9704- Núm. 13- Enero 2021  

 

9 
 

contraer matrimonio, durante la convivencia matrimonial y sigue haciéndolo en la 
actualidad. Igualmente, el demandado siempre trabajó antes, durante y después de 
la vida en común. 

D) La colaboración con las actividades mercantiles, industriales o profesionales 
del otro cónyuge; en este caso no concurre, al ser ambos trabajadores por cuenta 
ajena.  

E) La duración de la convivencia conyugal. Los cónyuges contrajeron 
matrimonio, el 3 de mayo de 2003. En el hecho cuarto de la demanda, se hace 
referencia expresa a que ya venían haciendo vida separada desde hacía meses; por 
lo que la convivencia duró unos 13 años aproximadamente. F) La dedicación 
pasada y futura a la familia. En este aspecto, durante la convivencia matrimonial, 
la demandada centró especialmente su atención en el cuidado de los hijos 
comunes y a tal efecto solicitó una disminución de la jornada laboral de dos horas. 
La dedicación futura a la familia existe, dada su condición de cónyuge custodio, si 
bien en atención a la edad actual de los hijos de 16 y 13 años de edad, su 
implicación ya no es tan intensa por requerir menos atención personal. 

G) El caudal y los medios económicos y las necesidades de uno y otro cónyuge. 
La actora cuenta con un salario mensual de unos 1310 euros, a lo que habría que 
añadir el importe de las pagas extras, mientras que los ingresos del demandado, en 
cómputo mensual, equivalen a unos 6626,59 euros al mes. Con la obligación de 
abonar a los hijos una pensión de alimentos de 1100 euros mensuales con 
actualización IPC, así como la necesidad de cubrir sus necesidades de habitación. 
El régimen económico del matrimonio fue el de la sociedad legal de gananciales, 
durante el cual la actora disfrutó del carácter común de los superiores ingresos del 
marido (art. 1347.1 CC), lo que permitió la constitución de un patrimonio común 
entre el que se encuentra la vivienda familiar.  

En atención a las circunstancias expuestas, consideramos que existe un 
desequilibrio econ·mico, determinante de la þjaci·n de una pensi·n 
compensatoria a favor de la esposa.  

Como señala la STS 495/2019, de 25 de septiembre, existe desequilibrio 
econ·mico pues la esposa: ôperdi· unas leg²timas expectativas profesionales y 
económicas por su mayor dedicación a la familia, que no habrían acaecido de no 
mediar v²nculo matrimonial, raz·n de peso para þjar la pensi·n compensatoria 
(art. 97.4 del C. Civil), máxime cuando la interrupción de la vida laboral durante el 
matrimonio, se produjo en los primeros años, que es el período determinante del 
desarrollo profesional de cualquier personaõ. Con ello, no se pretende equiparar 
patrimonios sino compensar el desequilibrio (SSTS 450/2019, de 18 de julio y 
123/2019, de 26 de febrero)ó (F.D. 4Ü) [S.R.LL.] 
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Jurisprudencia: La importancia de la autonomía e independencia individual de las personas con 
discapacidad aconseja optar por la curatela, institución flexible que se caracteriza por su 
contenido de asistencia y supervisión. 

STS (Sala 1ª) de 19 de febrero de 2020, rec. nº 3904/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/0f397f0e9d01a6f5/202
00228 

 òLa adecuaci·n de nuestro sistema de tutela y curatela como respuestas 
legislativas ante la limitación parcial del alcance de la capacidad, se ha examinado 
desde la perspectiva que recoge la  reciente sentencia 298/2017, de 16 de mayo 
(é) a la que se opone la  sentencia  recurrida en cuanto que de la adaptaci·n de 
los sistemas tutelares del Código Civil en una  interpretación acorde a la 
Convención de Nueva York de 2006, corresponde la tutela a una limitación  total 
del alcance de la capacidad y la curatela a supuestos como el presente en el que la 
sentencia reþere limitaci·n parcial del alcance de la capacidad (además de fijar la 
idoneidad de la curatela también como sistema de apoyo también en los actos de 
la esfera personal). 

As² la STS 298/2017, de 16 de mayo, (é), establece: 

(é) ôLa tutela es la forma de apoyo m§s intensa que puede resultar necesaria 
cuando la persona con discapacidad no pueda tomar decisiones en los asuntos de 
su incumbencia, ni por sí misma ni tampoco con el apoyo de otras personas. En 
efecto, dice el art. 267 CC que el tutor es el representante de la persona con la 
capacidad modificada judicialmente, salvo para aquellos actos que pueda realizar 
por sí solo, ya sea por disposición expresa de la ley o de la sentencia. Pero en 
atención a las circunstancias personales puede ser suficiente un apoyo de menos 
intensidad que, sin sustituir a la persona con discapacidad, le ayude a tomar las 
decisiones que le afecten. En el sistema legal, está llamada a cumplir esta función 
la curatela, concebida como un sistema mediante el cual se presta asistencia, como 
un complemento de capacidad, sin sustituir a la persona con discapacidad (arts. 
287, 288 y 289 CC). 

(é) Lo cierto es que la curatela es una instituci·n flexible que se caracteriza por 
su contenido de asistencia y supervisión, no por el ámbito personal o patrimonial 
o por la extensi·n de actos en los que est® llamada a prestarse.ó (F.D. 4Ü).  

òEsta sala, a la vista de los minuciosos hechos probados declarados en la sentencia 
recurrida, y dado el informe del Ministerio Fiscal, en el que solicita la estimación 
del recurso, debe declarar que la institución que mejor garantiza la autonomía y 
protección de Dña.  Ramona es la curatela (arts. 287 y 289 del C. Civil), dado que 
posee un margen de autonomía que le permite un espacio de desarrollo personal 
que no es digno de un control exhaustivo, sin perjuicio de la necesaria asistencia 
del curador a aquellos actos ya declarados en la sentencia de la Audiencia 
Provincial, con los que la recurrente y el Ministerio Fiscal están conformes. En el 
mismo sentido los arts. 1 y 12 del Convenio de Nueva York, de 13 de diciembre 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/0f397f0e9d01a6f5/20200228
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/0f397f0e9d01a6f5/20200228


Praxis Judicial de los Tribunales Españoles ðISSN 2386-9704- Núm. 13- Enero 2021  

 

11 
 

de 2006, sobre los derechos de las personas con discapacidad. Reconoce el 
pre§mbulo del Convenio ôla importancia que para las personas con discapacidad 
reviste su autonomía e independencia individual, incluida la libertad de tomar sus 
propias decisionesõ.  

(é) En conclusi·n, procede estimar el recurso y someter a la demandante al 
sistema de curatela, conþrmando en los dem§s aspectos la sentencia recurrida, al 
ser una medida proporcional con su situación médica y personal, constituyendo 
una salvaguarda adecuada y efectiva, que respeta su autonomía e independencia 
individual, sin menoscabo de la protecci·n de sus interesesó (F.D. 5Ü) [S.R.LL.] 

 

Jurisprudencia: Concesión de pensión compensatoria con carácter indefinido a una mujer sin 
cualificación profesional, dedicada al cuidado de la familia durante 25 años, la cual tenía 
reconocido un grado de discapacidad del 40%, con una hija mayor, que padecía una escoliosis 
dorsal, y otra menor, de 14 años. Revocación de sentencia: falta de acreditación de que en el 
plazo de 7 años pudiera convertir en dinero el patrimonio inmobiliario heredado, respecto del cual 
su padre tenía el usufructo. 

STS (Sala 1ª) de 3 de junio de 2020, rec. nº 2546/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6a488af60f52cba6/20
200619 

ò(é) La ¼nica posibilidad en la que funda un juicio prospectivo para fijar una 
limitación temporal a la pensión compensatoria, sería el patrimonio heredado por 
la recurrente, y, de ahí, que sea ese dato el que retiene el recurrido para oponerse 
al recurso. 

Sin embargo, no aprecia la sala con certidumbre, o índice alto de probabilidad, de 
que en el plazo de 7 años obtenga la recurrente liquidez del patrimonio hereditario 
y, en su caso, del quantum, pues se carece de datos concluyentes para llevar a cabo 
ese juicio prospectivo. 

Aunque en relación con la liquidación de la sociedad legal de gananciales, y alguna 
referencia a herencia, se pueden citar las siguientes sentencias: 

La sentencia 304/2016, de 16 de mayo, afirma que: ôs² podr²a ser factor relevante 
el relativo a la liquidación del régimen económico matrimonial y las potenciales 
adjudicaciones que pudiese recibir la recurrente, si se tiene en cuenta la doctrina 
de esta sala fijada en la sentencia, de Pleno, de 19 de enero de 2010, recordada por 
la sentencia de 24 de noviembre de 2011, rec. 567/2010õ. Ahora bien, en el factum 
de la sentencia recurrida no se concreta en qué medida se verá afectada la 
economía de la actora tras la citada liquidación del régimen económico 
matrimonial, por lo que tan poco adquirimos certidumbre sobre la superación de 
su desequilibrio. De todo ello se infiere que se carece de datos, suficientemente 
fiables, para aventurar la superación del desequilibrio, y, en su caso, en cuanto 
tiempo; por lo que es más prudente no establecerlo. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6a488af60f52cba6/20200619
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La sentencia 538/2017, de 2 de octubre, afirma: ôla fijaci·n temporal de la pensi·n 
ha de partir de la convicción del tribunal de que, dentro del plazo fijado, se ha de 
poder restaurar el equilibrio por los propios medios del cónyuge beneficiario. 
Cuando no existe tal convicción -como ocurre en el caso- lo oportuno es el 
establecimiento de la pensión con carácter indefinido, lo que no implica un 
derecho a cesar en la búsqueda de tal restauración del equilibrio mediante ingresos 
propios y la imposibilidad de solicitar una modificación de medidas cuando tal 
búsqueda no se produce, con la finalidad -que no puede encontrar amparo en 
derecho- de mantener el percibo de la pensión por parte de quien se beneficia de 
ellaõ. 

Por todo ello no tiene sentido fijar el límite de 7 años, pues si las actuales 
condiciones no se hubiesen alterado al llegar esa fecha, la recurrente se varía con 
grandes dificultades económicas, sobre todo si tiene en cuenta que el recurrido 
percibirá cuna pensión contributiva en su momento, mientras que la recurrente, 
por no cotizar al dedicarse al hogar e hijos, se va a ver privada de disfrutarla.ó 
(F.D. 2º) [G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: Atribución del uso de vivienda familiar, existiendo custodia compartida: no cabe 
atribuirlo hasta que los hijos menores alcancen la mayoría de edad: atribución a la madre 
durante el plazo de un año. 

STS (Sala 1ª) de 12 de junio de 2020, rec. nº 3855/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/88ceb8fa10b432e6/20
200619 

ò(é) 2.2. Debemos partir de la doctrina de la sala sobre atribuci·n de la vivienda 
familiar en caso de custodia compartida. Como recuerda, resumiendo la doctrina 
de la sala, la sentencia 95/2018, de 20 de febrero:  

ô1.Û) El art. 2 de la Ley Org§nica 1/1996, de 15 de enero, de protecci·n jur²dica del 
menor (modificado por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio) declara que todo 
menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como 
primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan.  

ôEl mismo art²culo establece a continuaci·n que, a efectos de la interpretaci·n y 
aplicación en cada caso del interés superior del menor, se tendrán en cuenta, entre 
otros criterios generales, sin perjuicio de los establecidos en la legislación 
específica aplicable, la satisfacción de las necesidades básicas del menor, tanto 
materiales, físicas y educativas como emocionales y afectivas [art. 2.2.a)].  

ôA¶ade, finalmente el art. 2.4 que: ôEn caso de concurrir cualquier otro inter®s 
legítimo junto al interés superior del menor deberán priorizarse las medidas que, 
respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses legítimos 
presentes. En caso de que no puedan respetarse todos los intereses legítimos 
concurrentes, deberá primar el interés superior del menor sobre cualquier otro 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/88ceb8fa10b432e6/20200619
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interés legítimo que pudiera concurrir. Las decisiones y medidas adoptadas en 
interés superior del menor deberán valorar en todo caso los derechos 
fundamentales de otras personas que pudieran verse afectadosõ. 

ô2.Û) El art. 96 CC establece los criterios que debe tener en cuenta el juez para 
atribuir el uso de la vivienda y ajuar familiar en caso de que no exista acuerdo de 
los progenitores o que el acuerdo no supere el control de lesividad a que se refiere 
el art. 90.2 CC. 

ôPero el art. 96 no contempla el caso de que se haya acordado la custodia 
compartida. En ausencia de una previsión legal, esta sala ha declarado que no 
procede la aplicación del primer párrafo del art. 96 CC, dado que los hijos no 
quedan en compañía exclusiva de uno de los progenitores y ha venido 
entendiendo que debe aplicarse por analogía el párrafo segundo del art. 96 CC del 
que resulta que, en defecto de acuerdo de los c·nyuges, ôel Juez resolver§ lo 
procedenteõ. 

De acuerdo con la doctrina de esta sala, en casos de custodia compartida, es 
posible la atribución del uso de la vivienda a aquél de los progenitores que por 
razones objetivas tenga más dificultad de acceso a una vivienda (no ser titular o 
disponer del uso de ninguna otra, menores ingresos) para que de esta forma pueda 
llevarse a cabo la convivencia durante los períodos en los que le corresponda tener 
a los hijos en su compañía. 

ôPero cuando se valora que no existe riesgo de poner en peligro el r®gimen de 
custodia compartida, pues el progenitor está en condiciones, por su situación 
económica, de proporcionar una vivienda adecuada a sus necesidades, el criterio 
de la sala es el de que no procede hacer la atribución indefinida de uso de la que 
fue la vivienda familiar y deben armonizarse los intereses contrapuestos, el del 
titular (o cotitular) de la vivienda y el de los hijos a relacionarse con el otro en una 
viviendaõ. 

(é) A falta de acuerdo, y en atenci·n a las circunstancias, puesto que no se pone 
en peligro el sistema de custodia compartida adoptado en interés de los menores, 
no puede mantenerse la atribución del uso a la madre durante el plazo que 
resultaría de integrar el fallo de la sentencia con su fundamentación, es decir, 
cuando alcanzara la mayoría de edad el menor de los hijos. 

Consta en las actuaciones que los progenitores, que estaban casados en régimen 
de separación de bienes y son copropietarios de la vivienda, han asumido desde la 
separación los gastos de los hijos a partes iguales. Consta también que la madre ha 
venido disfrutando del uso de la vivienda desde el verano de 2015, cuando se 
produjo la separación. En consecuencia, resulta razonable concluir que, aunque se 
partiera de una situación de mayor necesidad que justificara asignarle el uso de 
manera temporal, no existe una causa que justifique la imposición de una mayor 
restricción a los derechos dominicales del padre. 
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Por el contrario, en palabras de la jurisprudencia de esta misma sala, lo que 
procedía era acordar una atribución temporal, dirigida a facilitar la transición a la 
situación de custodia compartida, como solicita el recurrente, y que esta sala, 
asumiendo la instancia, fija en el plazo de un año desde la fecha de esta sentencia, 
transcurrido el cual la esposa deberá abandonar la vivienda. 

De este modo, sumando al tiempo transcurrido el que se concede en esta 
sentencia, la madre habrá contado con un período para organizarse y procurarse 
una vivienda propia en la que residir con los menores cuando semanalmente le 
corresponda su guarda y, si hasta ahora no lo ha hecho, la liquidación de la que 
fue vivienda familiar y sus ingresos le permitirán hacerlo. 

Debemos señalar, por lo demás, que tal solución resulta preferible a la primera 
propuesta por el recurrente de establecer un uso alternativo de la vivienda, tanto 
por la conflictividad que añadiría el mantenimiento de una residencia común 
alternada como la exigencia que impondría económicamente tal medida de contar 
con tres viviendas (la com¼n y la de cada uno de los padres).ó (F.D. 3Ü) [J.R.V.B.] 

 

Jurisprudencia: Alimentos debidos los hijos mayores de edad: legitimación de la madre para 
reclamarlos a pesar de convivir la hija con la abuela, por razón de sus estudios de Formación 
profesional. 

STS (Sala 1ª) de 12 de junio de 2020, rec. nº 3294/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f151869ad6cc3734/20
200716 

ò(é) El primero de los motivos del recurso de casación, único que ha sido 
admitido, denuncia la vulneración del artículo 93, párrafo segundo, del Código 
Civil, y de la jurisprudencia de esta sala que exige para reconocer legitimación de 
un progenitor en orden a reclamar alimentos para hijos mayores de edad, que 
convivan con dicho progenitor y que sea el mismo quien los perciba y administre, 
con cita de las sentencias núm. 411/2000, de 24 abril, y 156/2017, de 7 de marzo. 
En efecto así lo dispone la norma que se invoca como infringida, pero no cabe 
desconocer que el artículo 3.1 CC establece que las normas se interpretarán según 
su espíritu y finalidad, y si atendemos a ello pronto se advierte que la exclusión de 
la posibilidad de que el progenitor solicite alimentos para el hijo mayor de edad se 
refiere a los casos en que el mismo viva de forma independiente de la familia y no 
a aquellos en que, por razones justificadas como son la de seguir estudios de 
formación profesional en otra localidad -como ocurre en el caso presente- dicha 
convivencia tenga lugar en la actualidad con la abuela materna ya que en tal caso la 
convivencia se sigue en el seno familiar en el cual se atienden las necesidades 
básicas de la hija; y es la ruptura matrimonial la que determina que el progenitor 
obligado -en este caso el padre- no haga frente directamente a sus gastos de 
mantenimiento, lo que implica la necesidad de la pensión, sin necesidad de obligar 
a la hija a formular por sí una demanda de petición de alimentos de conformidad 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f151869ad6cc3734/20200716
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con lo dispuesto en el artículo 142 y ss. del Código Civil. Por ello, la sentencia 
impugnada no infringe lo dispuesto en dicha norma, así interpretada, ni la 
jurisprudencia de esta sala que se cita, la cual no se refiere a supuestos como el 
ahora contemplado.ó (F.D. 3Ü) [J.R.V.B.] 

 

Jurisprudencia: Concesión de pensión compensatoria condicionada a la pérdida del trabajo: mujer 
de 62 años, que se hallaba en situación de baja laboral y que trabajaba en una empresa común, 
administrada por el marido: derecho a percibir una pensión compensatoria mensual de 700 euros 
condicionada a la circunstancia de que, una vez que cesara de percibir la prestación por baja 
laboral, se le denegara la reincorporación a la empresa y hasta el momento en que percibiese una 
pensión por jubilación o una prestación de una cuantía igual o superior. 

STS (Sala 1ª) de 29 de junio de 2020, rec. nº 3672/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/fbe9877ada6d1f97/20
200710 

ò(é) Don Pedro interpuso demanda de divorcio frente a su esposa do¶a 
Clemencia, que se mostró conforme con la declaración de divorcio, pero formuló 
reconvención en la cual, entre otras medidas, solicitaba el establecimiento de una 
pensión compensatoria por importe de 2.000 euros mensuales. 

En autos de medidas provisionales previas quedó acreditado que las partes eran 
socios y titulares de una empresa, de la que venían percibiendo ingresos por los 
trabajos que realizaban para ella, siendo administradora la esposa hasta su cese en 
2016, si bien ha estado trabajando como autónoma para dicha empresa, y 
actualmente se encuentra en situación de baja laboral. 

La sentencia de primera instancia considera, que la esposa, de 61 años de edad, en 
el momento de dictarse la sentencia, ya no se encontraba de baja por incapacidad, 
con posibilidad de volver al trabajo en la sociedad propiedad de ambas partes, 
disponiendo de un patrimonio suficiente, por lo que se considera que la ruptura 
matrimonial no produjo desequilibrio económico a la demandada, por lo que no 
procedía el reconocimiento de pensión compensatoria alguna. 

Formulado recurso de apelación por la esposa, la Audiencia Provincial de Madrid 
(Sección 24.ª) estimó parcialmente el recurso formulado en el sentido de 
reconocer una pensi·n compensatoria por importe de 700 euros mensuales, ôque 
se empezará a abonar desde el mes siguiente, en que, dejando de percibir la 
prestación por baja temporal, se le deniegue la incorporación laboral a la sociedad 
Nowtilus, SL y hasta que perciba una pensión de jubilación u otra prestación, igual 
o superior a esa sumaõ. 

Considera la sentencia de apelación, que doña Clemencia, de 62 años de edad, ha 
cotizado para obtener una pensión de jubilación y, ante la incertidumbre acerca de 
su reincorporación laboral a la empresa de la que el demandante es administrador, 
hay que considerar que en caso de que se le impida incorporarse se le generará un 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/fbe9877ada6d1f97/20200710
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desequilibrio económico, que determina el reconocimiento a su favor de una 
pensi·n compensatoria por importe de 700 euros.ó (F.D. 1Ü) 

ò(é) En definitiva se pone el acento en la inexistencia de desequilibrio, siquiera 
futuro, que pudiera amparar el reconocimiento de una pensión. Al respecto ha de 
recordarse que el desequilibrio económico a que se refiere el artículo 97 CC no 
requiere para su existencia ausencia de medios económicos por parte de la 
beneficiaria, sino efectivo perjuicio derivado de la ruptura de la convivencia, y en 
este caso dicho perjuicio se producirá evidentemente si, por la actuación del 
esposo, la recurrida no puede reintegrarse al trabajo en la empresa que tienen en 
común. De ello se extrae como consecuencia que la sentencia recurrida no sólo 
respeta la jurisprudencia de esta sala, sino que se ajusta a lo resuelto en un caso 
similar en la sentencia dictada por el pleno núm. 120/2018, de 7 de marzo (Rec. 
1172/2017) en la que se dice lo siguiente:  

(é) ôDel mismo modo que en el momento de fijar un l²mite temporal a la pensión 
compensatoria se está realizando un juicio prospectivo de futuro -que incluso, en 
la mayor parte de los casos, no depende en su concreción de la propia voluntad 
del beneficiario- previendo el tribunal que, al finalizar el plazo fijado, ha de 
considerarse ya compensado definitivamente el desequilibrio sufrido, no puede 
descartarse la conveniencia de tal prospección -en sentido contrario- en casos 
como el presente, pues desde el mismo momento de la ruptura concurre una 
circunstancia de futuro relevante, pues la continuidad de la situación actual de 
equilibrio o desequilibrio depende de una compensación económica preexistente, 
a cargo del obligado y para la beneficiaria como contraprestación por el trabajo 
que realiza, la cual puede desaparecer por la propia decisión del deudor, lo que 
supone una afectación directa y cuantitativamente importante sobre la situación 
econ·mica de la esposaõ. 

Dicha doctrina conduce a la desestimación del recurso, sin perjuicio de que, 
habiéndose fijado una pensión compensatoria de futuro -amparada en las 
circunstancias que han quedado expuestas- lógicamente cualquier modificación de 
circunstancias puede afectar a su efectividad.ó (F. D. 3Ü) [G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: Atribución del uso de la vivienda familiar, existiendo custodia compartida: 
rechazo del sistema de rotación de los progenitores: atribución a la madre por un plazo de 
transición máximo de un año, salvo que antes se procediera a la liquidación de la sociedad de 
gananciales. 

STS (Sala 1ª) de 6 de julio de 2020, rec. nº 1754/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp 

ò(é) No siendo posible mantener sine die la vivienda a favor de la madre, al no 
constar que ostente el interés más necesitado de protección, procede acceder a la 
petición subsidiaria y fijar la atribución temporal de la vivienda familiar a las hijas 
y madre por un plazo de transición máximo de un año, salvo que antes se 
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procediera a la liquidación de la sociedad de gananciales, medida que se toma en 
interés de los menores, en aras a un ordenado cambio del sistema de custodia y 
residencia (art. 96 del C. Civil).ó (F.D. 3Ü) [J.R.V.B.]  

 

Jurisprudencia: Concesión de pensión compensatoria con carácter indefinido: casación de sentencia 
que había concedido a la mujer la pensión compensatoria por un plazo de 3 años:  mujer con 
más de 55 años de edad, perteneciendo, en consecuencia, a un colectivo en el que se centra el 
mayor número de parados de larga duración y tasas de desempleo más elevadas, así como la falta 
de actualización de sus conocimientos, tras no haberse dedicado a actividad profesional alguna en 
los últimos 25 años. 

STS (Sala 1ª) de 13 de julio 2020, rec. nº 4850/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp 

ò(é) En el caso presente, siguiendo pautas y criterios de prudencia, no 
apreciamos concurra una alta probabilidad para que la demandada recurrente, en 
el plazo de tiempo fijado por la sentencia recurrida de tres años, pueda encontrar 
un empleo estable; más bien todo conduce a considerar, en ausencia de otros 
elementos de juicio, poco halagüeñas las probabilidades de integración en el 
mundo laboral; toda vez que cuenta con más de 55 años de edad, perteneciendo, 
en consecuencia, a un colectivo en el que se centra el mayor número de parados 
de larga duración y tasas de desempleo más elevadas, así como la falta de 
actualización de sus conocimientos, tras no haberse dedicado a actividad 
profesional alguna en los últimos 25 años, si dejamos a salvo un lapso temporal de 
unos días. Es más cuando se intentó incorporar, en el año 2014, al mundo laboral 
tan sólo lo logró por tan escaso periodo de tiempo. Las dificultades de reciclaje 
profesional, preparándose para el ejercicio de otra profesión o empleo, tampoco 
gozan de probabilidad razonable de éxito dado el actual mercado laboral. 

Es cierto que la recurrente contrajo matrimonio bajo el régimen de la sociedad 
legal de gananciales, pero su liquidación traerá consigo la pérdida de la vivienda 
familiar a trav®s de la cual satisface sus actuales necesidades de habitaci·n.ó (F.D. 
3º) [G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: Adjudicación al marido de la totalidad de las participaciones gananciales de una 
sociedad de responsabilidad limitada de carácter familiar, en la que el adjudicatario y su 
hermano son socios mayoritarios, correspondiendo a ambos su administración, gestión y 
explotación, siendo ellos los que la hacen funcionar por sus especiales conocimientos, experiencia y 
relaciones. La venta en pública subasta como medio para lograr la igualdad entre los partícipes 
mediante el reparto del dinero obtenido persigue que pueda obtenerse el mejor precio, lo que queda 
garantizado mediante la concurrencia de licitadores extraños. Por tanto, no resultará razonable 
acordar la subasta, aunque lo pida uno de los partícipes cuando, dada la naturaleza de los 
bienes, su valor no sea suficientemente líquido por no poder acceder a un mercado organizado. 
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STS (Sala 1ª) de 28 de julio de 2020, rec. nº 3598/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openCDocument/759571a449b069c2d
f076c0e9ad89c796ffe381ae9273000 

ò(é) El presente recurso tiene su origen en las discrepancias surgidas entre los 
cónyuges al liquidar la comunidad de gananciales acerca de la adjudicación de las 
participaciones de una sociedad limitada constituida para la explotación de un 
negocio familiar gestionado por el esposo y su hermano. 

En primera instancia se acordó que las participaciones gananciales se vendieran en 
pública subasta y se repartiera lo obtenido por mitad entre ambos esposos. En 
segunda instancia se acordó que las participaciones gananciales se adjudicaran al 
marido con la obligación de pagar a la esposa el valor de la mitad, tal y como 
había sido propuesto por el contador partidor designado judicialmente. 

Recurre el esposo y solicita que se vuelva a la solución acordada en la primera 
instancia. Su recurso va a ser desestimado.ó (F.D.1Ü) 

ò(é) La exigencia de acudir a la venta en p¼blica subasta cuando lo pida uno de 
los partícipes por ser la cosa indivisible o desmerecer mucho por su división 
requiere, como expresa el art. 1062.II CC, que la venta se haga con la admisión de 
licitadores extraños. 

(é) La venta en p¼blica subasta como medio para lograr la igualdad entre los 
partícipes mediante el reparto del dinero obtenido persigue, en definitiva, que 
pueda obtenerse el mejor precio, lo que queda garantizado mediante la 
concurrencia de licitadores extraños. 

Por tanto, no resultará razonable acordar la subasta, aunque lo pida uno de los 
partícipes cuando, dada la naturaleza de los bienes, su valor no sea 
suficientemente líquido por no poder acceder a un mercado organizado. Esta idea 
es relevante, por lo que se dirá más adelante, en atención a las circunstancias 
fácticas del presente litigio, en el que se trata de la liquidación de las 
participaciones de una sociedad limitada constituida para la explotación de un 
negocio familiar gestionado por el esposo y su hermano. 

(é) Es relevante asimismo la situaci·n f§ctica descrita por la sentencia recurrida, 
conforme a la cual, la organización de la empresa bajo forma societaria, con 
personalidad jurídica propia, es compatible con la realidad de que la 
administración, gestión y explotación se realiza por el exmarido junto con su 
hermano, y que ambos se dedican profesionalmente a la empresa, siendo ellos los 
que la hacen funcionar por sus especiales conocimientos, experiencia y relaciones. 

(é) Ciertamente las participaciones sociales no son indivisibles, pero atribuir a la 
Sra. Dolores participaciones que supongan un 23% del capital le haría quedar en 
minoría en una sociedad controlada por su exmarido y su excuñado, de modo que 
un paquete minoritario que no permite ninguna influencia en las decisiones 
sociales desmerece mucho en su valor. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openCDocument/759571a449b069c2df076c0e9ad89c796ffe381ae9273000
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(é) En efecto, atribuir a la Sra. Dolores un paquete minoritario de participaciones 
y convertirla en socia en una sociedad controlada por su exmarido y su excuñado 
sería castigarla a una especie de vinculación perpetua, pues resulta difícil imaginar 
que un tercero quisiera adquirir esas participaciones en tales condiciones. Tal 
solución, en definitiva, no solo dejaría la puerta abierta a numerosos conflictos, 
sino que incumpliría la propia finalidad de la liquidación, que no es otra que la de 
poner fin a las situaciones de indivisión no deseadas. 

(é) la venta en p¼blica subasta de todas las participaciones sociales gananciales, 
en la situación fáctica descrita, hace igualmente ilusoria la concurrencia de terceros 
a la subasta.  

Al escaso interés que puede despertar la adquisición de un paquete minoritario en 
una sociedad en la que la mayoría la ostentarían los hermanos (pues no hay que 
olvidar el porcentaje privativo del recurrente) debe sumarse que, aunque no 
existan restricciones estatutarias a la transmisión de las participaciones, la subasta 
no podría eludir la aplicación de las disposiciones legales sobre transmisión de las 
participaciones sociales, lo que aún puede desalentar más a los terceros a 
interesarse por tal adquisición. 

En definitiva, el resultado más que probable ante la ausencia de terceros que 
ofrezcan una cantidad razonable acabaría siendo la adquisición de las 
participaciones por los propios socios y por una cantidad muy inferior a la que se 
han valorado, de acuerdo con lo expuesto en el apartado 2.3 de este fundamento 
jurídico. 

De ahí que, en atención a la singularidad de los bienes que deben liquidarse, la 
solución propuesta por el contador y aprobada por la Audiencia no es contraria a 
ninguno de los preceptos invocados por el recurrente. 

En la aplicaci·n del criterio de la ôposible igualdadõ en los lotes (art. 1060 CC) no 
puede prescindirse de la naturaleza de los bienes y de las circunstancias 
concurrentes. En el caso, por lo dicho, las consecuencias de una subasta que se 
acordara para lograr la igualdad formal afectarían de manera muy diferente, de una 
parte, a quien, tras el divorcio, queda fuera de la empresa familiar y, de otra, a 
quien es socio administrador y desempe¶a en ella su trabajo personal.ó (F. D. 3Ü) 
[G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: La compensación del art. 1438 CC exige que uno de los cónyuges hubiese 
trabajado con mayor intensidad que el otro en el hogar. No puede aplicarse el precepto al trabajo 
realizado por el marido en la farmacia de la mujer, sin haberse dedicado preponderantemente al 
trabajo doméstico; además recibió un salario adecuado y similar al que posteriormente percibiría, 
trabajando en otras farmacias después de la ruptura conyugal. 

STS (Sala 1ª) de 18 de septiembre de 2020, rec. nº 5628/2019 
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http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/6f23f6afd0310ae1/202
01020 

ò(é) Los presentes recursos traen causa de la demanda de divorcio. (é) El 
esposo solicitó el reconocimiento de la compensación prevista en el art. 1438 CC 
por importe de 60.000 euros. 

En el caso de autos, ambos cónyuges son farmacéuticos, y trabajaban en farmacias 
hasta que la esposa, tres años después del matrimonio, adquirió una farmacia, 
compuesta de tres locales comerciales, a través de créditos hipotecarios. A partir 
de este momento, ambos cónyuges comenzaron a trabajar en la farmacia adquirida 
por la esposa, en la que el esposo trabajaría como autónomo, con unas 
percepciones de unos 1.740 euros mensuales en 2015, que eran ingresados en una 
cuenta común dedicada a los gastos de familia, en la que también la esposa 
ingresaba sumas, aunque dedicaba la mayor parte de sus ingresos, que 
aproximadamente triplicaban a los de su marido, a pagar los créditos hipotecarios 
y a una cuenta privativa suya. Trascurridos casi diez años en esta situación, tras la 
separación, el marido dejó de trabajar en la farmacia de su esposa y comenzó a 
trabajar en otra farmacia en 2016 con un salario de 1.780,48 euros al mes, que 
luego subió a 1.956 euros. 

La sentencia de primera instancia desestimó la petición. 

(é) Frente a la citada resoluci·n se interpuso por el marido recurso de apelación, 
que se estimó parcialmente en el sentido de establecer a su favor una 
compensación económica con cargo a la esposa por importe de 50.000 euros. 

Consideró la sentencia de apelación, en primer lugar, la aplicación del art. 1438 del 
C. Civil al supuesto de autos, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, de ôtrabajo para la casaõ en el sentido de que tambi®n se referir§ al 
trabajo para el negocio del otro cónyuge sin salario o con salario insuficiente. 

(é) Por su parte, el recurso de casación se compone de otros tres motivos: el 
primero, por infracci·n del art. 1438 CC, al haberse equiparado el ôtrabajo para la 
casaõ con el trabajo remunerado en la farmacia de la esposa, sin que se haya 
compatibilizado con aquel; el segundo, por infracción del art. 1438 CC, al 
reconocerse al esposo compensación económica pese a haber tenido una relación 
laboral de asalariado en la farmacia de la esposa, y no en condiciones ôprecariasõ y 
sin que el matrimonio le haya supuesto una pérdida patrimonial, al percibir un 
salario semejante al percibido en otras farmacias por el mismo trabajo; y el 
tercero, por infracción del art. 1438 CC, al reconocer la citada compensación 
económica por razón del trabajo a favor del esposo, atendiendo a la situación 
económica y patrimonial del cónyuge deudor en relación a la situación económica 
y patrimonial del cónyuge acreedor. (F.D. 1º) 

(é) Se estiman los motivos.  

(é) El recurrido (é) no consta que trabajase con mayor intensidad en el trabajo 
para la casa, por lo que mantuvo intacto su desarrollo profesional. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/6f23f6afd0310ae1/20201020
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/6f23f6afd0310ae1/20201020
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Tanto la demandante como el demandado atendieron a sus obligaciones 
familiares, pero sin que conste preponderancia de alguno de ellos, a lo que debe 
añadirse que el trabajo desarrollado por el Sr. Benjamín en la farmacia fue bajo un 
salario adecuado, y similar al que luego obtuvo en las otras farmacias que lo 
contrataron después de la ruptura conyugal. 

Por tanto, el recurrido no trabajó prioritariamente en las tareas del hogar, ni fue 
retribuido precariamente, por lo que procede excluir la aplicación del art. 1438 del 
C. Civil, lo que nos lleva a casar la sentencia recurrida, confirmando íntegramente 
la sentencia del juzgado. (F.D.5º) [G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: El derecho de uso de la vivienda familiar se extingue cuando la usuaria convive 
con su nuevo cónyuge en la vivienda, la cual pierde su antiguo carácter familiar, por servir en su 
uso a una familia distinta. Prolongación del derecho de uso por el máximo de un año. 

STS (Sala 1º) de 23 de septiembre de 2020, rec. nº 4122/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/ae8fd4d516b1d1d8/20
201014 

ò(é) El derecho de uso de la vivienda familiar existe y deja de existir en funci·n 
de las circunstancias que concurren en el caso. Se confiere y se mantiene en tanto 
que conserve este carácter familiar. La vivienda sobre la que se establece el uso no 
es otra que aquella en que la familia haya convivido como tal, con una voluntad de 
permanencia (é). En el presente caso, este car§cter ha desaparecido, no porque la 
madre e hijos hayan dejado de vivir en ella, sino por la entrada de un tercero, 

dejando de servir a los fines del matrimonio. La introduccioӢn de una tercera 
persona hace perder a la vivienda su antigua naturaleza ôpor servir en su uso a una 
familia distinta y diferenteõ.ó (F.D. 2Ü) [J.R.V.B.] 

 

Jurisprudencia: Discrepancia en el ejercicio de la patria potestad respecto a la administración de 
la vacuna VPH a la hija menor: atribución de la facultad de decidir al padre.  

AAP Barcelona (Sección 12ª) de 17 de octubre de 2018, rec. nº 438/2018. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/cff2efa9e4271260/201
81031 

ò(é) debe señalarse que la administración de la vacuna no puede considerarse un 
ataque a la integridad física o moral de la menor. Se trata de un leve pinchazo, 
incluso algunas vacunas se administran por vía oral, que ningún ataque o lesión 
puede suponer. Al contrario, su administración puede evitar que la menor padezca 
en el futuro una enfermedad gravemente lesiva como es el cáncer de cuello 
uterino. La vacuna cuya administración se solicita sirve para prevenir la infección 
de los virus causantes del 72 por ciento de los cánceres de cuello uterino. Y si bien 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/ae8fd4d516b1d1d8/20201014
http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/ae8fd4d516b1d1d8/20201014
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es cierto que no cubre frente a la totalidad de estos virus lo hace con gran eficacia 
frente a un cincuenta por ciento de los virus causantes de las infecciones. No 
puede anteponerse la incomodidad de que se le administre a la menor una vacuna 
a la protección que esta vacuna supone. Y no ya solo por la prevención personal 
en la menor sino hacia toda la comunidad, puesto que la administración de la 
vacuna y la evitación de la infección minora el contagio hacia terceras personas.  

Se trata además de una vacunación avalada por la Organización Mundial de la 
Salud, y desde su comercialización en España en el año 2007 ha sido introducida 
en el calendario de vacunaciones del Sistema Nacional de Salud de la mayor parte 
de las Comunidades Autónomas. El hecho de que puedan haberse producido 
ciertos efectos secundarios, no acreditados como derivados de la administración 
de la vacuna, no ha llevado a modificar las recomendaciones de estos organismos. 
Valorando por tanto que la administración de la vacuna no supone ataque alguno 
a la integridad física de la menor y siendo mucho mayores los beneficios derivados 
de ella, no solo para la menor sino también para la sociedad al evitar futuros casos 
de contagios, que la leve incomodidad que suponga la administración de la misma, 
y considerándose en el informe emitido por el médico forense que si bien la 
administración de la vacuna no debe considerarse imprescindible pero si 
recomendable, procede mantener el tenor el auto recurrido y por tanto atribuir a 
D. Anselmo la facultad de decisión respecto a la administración de la vacuna del 
VPH a la hija común de los litigantes Caminoó (F.D.3Ü) [J.B.D.] 

 

Jurisprudencia: Discrepancia en el ejercicio de la patria potestad respecto a la vacunación del hijo 
de siete años: atribución de la facultad de decidir a la madre.  

AAP Zaragoza (Sección 2ª) de 1 de abril de 2019, rec nº 57/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/c6b5e11534690648/2
0190610 

ò(é) Sobre el fondo del asunto, se¶ala que en la resoluci·n impugnada se incurre 
en incongruencia al haber resuelto cuestiones no formuladas por las partes, y, 
omitido los pronunciamientos sobre petición de adopción de medidas preventivas 
para vacunar al menor por él deducidas. 

La demandante, ante la negativa del recurrente, padre del menor, Patricio, de siete 
años de edad, a que éste sea vacunado, solicitó en su demanda se le autorizase 
para poder vacunar al niño, conforme a las recomendaciones médicas de la 
Doctora Pediatra que trata al menor y al calendario de vacunaciones oficial de la 
Comunidad Autónoma de Aragón. 

Siendo el que se expone el planteamiento de la controversia suscitada en el 
ejercicio de la autoridad familiar, el recurso debe desestimarse de plano. 

El menor está siendo atendido por la Doctora Pediatra del Centro de Salud de 
Alagón de Atención Primaria, y ha sido visitado en el Hospital Clínico, en 
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Consulta de Gastroenterología en mayo y junio de 2018, acudiendo el padre en 
esta última, sin que se le detectase patología alguna, tras las pruebas practicadas al 
mismo. En el último informe del citado Hospital, emitido en Septiembre, se 
ratificó la ausencia de patología en el menor. 

Tales pruebas desvirtúan el contenido del informe aportado por el padre de 
Biosalud. 

No existe, por tanto, contraindicación médica alguna respecto de la vacunación 
del hijo menor. 

La situación del menor ya escolarizado, sin haber sido objeto de las vacunaciones 
médicamente recomendadas, desde su nacimiento, entraña para el mismo y 
compañeros un verdadero riesgo. 

En estas condiciones, la petición de la madre es perfectamente razonable y 
atendible y, por ende, estimable en el contexto de la controversia planteada, por 
cuanto, se han adoptado las prevenciones y cautelas médicas precisas (pruebas del 
Hospital Clínico), lo que obliga a la desestimación íntegra del recurso al no 
apreciarse la incongruencia denunciadaó (F.D. 3º) [J.B.D.]. 

 

Jurisprudencia: Pensión compensatoria en caso de divorcio: fundamento, finalidad, presupuestos e 
interpretación de las circunstancias del art. 97.II C.c. conforme a la tesis subjetivista. 

SAP Valencia (Sección 10ª) de 5 de diciembre de 2019, rec. nº 610/2019. 

òEn cuanto a la pensión compensatoria debe decirse que el presupuesto fáctico 
para el nacimiento de la pensión compensatoria, tal como expresa el artículo 97 
del Código Civil, es el desequilibrio económico que para uno de los cónyuges 
pueda significar la separación o el divorcio en relación con la posición del otro y 
que implique un empeoramiento en su situación anterior en el matrimonio, en 
cuanto que su fundamento descansa en el equilibrio que debe subsistir entre los 
cónyuges en los casos de ruptura matrimonial, de forma que ninguno de ellos se 
vea afectado, desde un punto de vista material, en el estatus que mantenía al 
tiempo de la convivencia, es decir, que dentro de lo posible cada uno pueda seguir 
viviendo a un nivel equivalente al que tenía antes de la separación o el divorcio, lo 
que conlleva la necesidad de comparar patrimonialmente la posición de los 
esposos a fin de evitar que la sentencia que recaiga origine ese desequilibrio 
económico, que constituirá la premisa a la que queda supeditada su concesión. 

Para valorar ése posible desequilibrio, hay que sopesar la posición del otro 
cónyuge, no sólo en la faceta económica sino también teniendo en cuenta la 
pérdida de beneficios, influencias, amistades o cualquier otra circunstancia, de 
forma que la consecuencia sea el empeoramiento de su situación anterior en el 
matrimonio, lo que en cierto modo viene a corroborar que la enumeración que 
efectúa el artículo 97 no es exhaustiva, aunque sí de indudable importancia. 
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La pensión compensatoria tiene una finalidad indemnizatoria y reequilibradora, 
pues trata de restaurar el desequilibrio económico que la ruptura de la relación de 
convivencia provoca en uno de los cónyuges, y que comporta un empeoramiento 
patrimonial en relación con el nivel de vida disfrutado por ambos durante la vida 
en com¼n, y en comparaci·n con el ôstatusõ conservado por el otro c·nyuge. 

No persigue igualar economías dispares ni tampoco equiparar económicamente 
los patrimonios de los cónyuges, sino remediar un agravio comparativo, 
cumpliendo una triple función: resarcir el daño objetivo consistente en la pérdida 
de expectativas de toda índole como consecuencia del vínculo matrimonial, 
colocar al cónyuge que experimenta un empeoramiento económico en situación 
de potencial igualdad de oportunidades 

a la que hubiese tenido de no haber contraído el matrimonio, y facilitar al cónyuge 
que sufre tal desequilibrio un ôstatusõ semejante al que mantiene el otro al tiempo 
de la ruptura, y que guarde relación proporcional con la duración de la vida en 
común. 

El derecho al percibo de dicha pensión descansa sobre tres presupuestos 
esenciales: uno, de carácter económico, cual es la existencia de un claro e 
inequívoco desequilibrio patrimonial en uno de los cónyuges en relación con el 
otro y respecto al nivel de bienestar por ambos disfrutado durante la etapa de 
normal convivencia marital; otro, de índole temporal, consistente en la realidad de 
una agravación en la situación económica comparada con el nivel de vida 
anteriormente mantenido; y un tercero, de carácter causal, como es la relación de 
causalidad material y directa entre aquella situación económica, desventajosa para 
uno de los cónyuges, y el hecho del cese de la vida en común. 

Como señala la S.T.S. de 19 de enero de 2010, de acuerdo con la tesis subjetivista 
en torno a la interpretación y aplicación del art. 97 del Código Civil, los factores y 
circunstancias que su párrafo 2º enumera cumplen una doble función, pues actúan 
como elementos integrantes del desequilibrio vinculado a la ruptura de la 
convivencia, y como elementos que permiten fijar la cuantía de la pensión y su 
carácter temporal o indefinido. 

En el caso de autos teniendo en cuenta la nula experiencia laboral de la apelada, la 
dedicación exclusiva durante al matrimonio al hogar familiar y al cuidado del hijo 
en común, se considera correcta en virtud del desequilibrio económico generado 
en los cónyuges como consecuencia del divorcio la pensión de 100 euros 
mensuales durante 5 años fijada en la sentencia recurrida. A este respecto alega el 
apelante que no procede el abono de dicha pensión, ni tampoco el abono de los 
260 euros mensuales para cumplir las necesidades de vivienda del menor, al ser 
inhabitable el hogar familiar, porque ya cumplió dicha obligación con el pago de la 
cantidad equivalente a 9.700 euros, cumpliendo la sentencia de divorcio que 
previamente se dictó en Marruecos. Sin embargo como ya se dijo en el auto de 
esta Sección 643/2018, de 12 de noviembre la demanda se presentó en Marruecos 
después de que se iniciaran actuaciones judiciales con el mismo objeto y entre las 
mismas partes en España, por lo que no es previsible que se pueda reconocer la 
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sentencia dictada por el tribunal marroquí de acuerdo con el artículo 23-5 del 
convenio de cooperación judicial en materia civil, mercantil y administrativa entre 
el Reino de España y el de Marruecos de 30 de mayo de 1997. Por todo ello debe 
desestimarse el recurso y confirmarse la resolución recurrida, sin hacer expresa 
declaraci·n en cuanto a las costas de esta alzadaó (F.D.3Ü) [J.B.D.] 

 

Jurisprudencia: Gastos extraordinarios: no lo es la vacuna Bexero, que no está incluida en el 
calendario de vacunaciones, lo que determina su innecesariedad. 

AAP Granada (Sección 5ª) de 5 de junio de 2020, rec. nº 346/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f271b424c6c6e8a7/20
200929 

ò(é) procede mantener la exclusi·n de la vacuna Bexero, por no acreditarse su 
inclusión en el calendario de vacunaciones. Respondiendo su administración a una 
opción que no es considerada por la sanidad pública como tratamiento obligatorio 
e ineludible para el menor; por más la misma, como no puede discutirse y al igual 
que otros muchos tratamientos preventivos, pueda suponer un beneficio adicional 
para la salud que, no por ello, en su caso y a falta de consentimiento del otro 
progenitor, habrá de soportarse por el que realiza el desembolso por su sola 
decisi·nó (F.D. 3º) [J.B.D.]. 

 

Jurisprudencia: Modificación de medidas por alteración de circunstancias: requisitos exigidos.  

SAP (Sección 4ª) Alicante de 10 de junio de 2020, rec. nº 134/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/fc3cd45990af06f1/20
201105 

òComo ya ha tenido ocasión de pronunciarse esta Sala (por ejemplo, sentencia de 
21 de noviembre de 2018, Rollo 853/2018), los efectos de las sentencias 
matrimoniales, por las que se han de regir en lo sucesivo las relaciones personales 
y patrimoniales entre cónyuges e hijos (arts. 92 y siguientes del CC), si bien 
producen excepción de cosa juzgada material, ello no significa que, una vez fijados 
tales efectos, se mantengan inalterables ante los distintos avatares por los que 
puede discurrir la fortuna y necesidades de los miembros de la unidad familiar, 
afectados por el proceso de nulidad, separación y divorcio; por ello, se previó la 
posibilidad de variación de dichas medidas judicialmente señaladas, siempre y 
cuando concurriese el supuesto de hecho contemplado en los arts. 90 y 91 CC , es 
decir, en los casos en los que se produjese ôuna alteraci·n sustancial de 
circunstanciasõ o ôsustancial de fortunaõ que, por otra parte, para ser tenida en 
cuenta, ha de revestir una serie de requisitos, reiteradamente exigidos por la 
jurisprudencia, tales como que sea verdaderamente trascendente, y no de escasa o 
relativa importancia; permanente o duradera y no coyuntural o transitoria; que no 
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sea imputable a la simple voluntad de quien insta la revisión, ni preconstituida con 
finalidad de fraude; y, por último, que sea posterior y no prevista por los cónyuges 
o el juzgador en el momento en el que las medidas cuya revisión se insta fueron 
establecidasó (F.D.2Ü) [J.B.D.]. 

 

Jurisprudencia: Gasto extraordinario: sí lo es la vacuna Bexero, recomendada por el pediatra de 
los menores.  

AAP Barcelona (Sección 12ª) de 16 de junio de 2020, rec. nº 729/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/49f009b2210e275d/2
0200803 

ò(é) En segundo lugar, se reclama por la ejecutante el 50 % del importe de las 
vacunas Bexero (importe de las vacunas de 424,60 Euros, siendo la cantidad 
reclamada de 212,13 Euros). 

Alega el ejecutado que la vacuna contra la meningitis B marca Bexero, no es 
obligatoria y que los menores no se encontraban en una situación de riesgo que 
aconsejara su administración. 

Este motivo de oposición que ahora se reproduce debe ser desestimado, por 
cuanto se trata de un gasto médico no cubierto por la Seguridad Social, pero 
siendo recomendada su administración por el Pediatra de los menores como por 
el Pediatra del CAP de DIRECCION001, al considerar que se trataba de una 
infección no muy frecuente pero sí muy agresiva, por lo que se trata de una 
prescripción médica no cubierta por la Seguridad Socialó (F.D.3Ü) [J.B.D.]. 

 

Jurisprudencia: Custodia individual: concesión al padre, atendiendo al interés superior de la 
menor. 

SAP (Sección 4ª) Alicante de 9 de julio de 2020, rec. nº 491/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/be5d28898e879de2/2
0200716 

òResulta acreditado que desde el momento de la ruptura conyugal la madre ha 
pasado por varios domicilios de los que se desconoce la idoneidad de estos para 
que pueda mantener en ellos a su hija, atendiendo a la corta edad de la misma, 
pues según resulta acreditado en autos después de la ruptura paso a convivir en el 
domicilio de una tía, más tarde reside con su padre reconociendo que al no poder 
abonar la renta tuvieron que dejar la vivienda y pasar a residir en 
DIRECCION002 , donde parece que tienen algún inmueble, pero sobre el que no 
se ha practicado prueba alguna que ponga de manifiesto el buen estado de la 
vivienda ni las condiciones mínimas de habitabilidad pese a incumbirle a la madre 
la carga de la prueba al amparo del artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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Por el contrario el padre cuenta en la actualidad con una mejor situación para 
hacer frente al cuidado de la menor ya que si bien es cierto que como Policía 
Nacional el horario laboral comprende todo tipo de turnos, cuenta con un 
entorno familiar amplio estable del que carece o no se ha probado que disponga 
su madre. Tampoco es impedimento para ello la denuncia interpuesta por ella 
contra el padre por un supuesto delito de maltrato en el ámbito familiar pues 
como ha resultado acreditado de la prueba documental aportada, la denuncia fue 
sobreseído, decisión que fue confirmada por esta Audiencia, por lo que ya no 
existe impedimento alguno para conceder la custodia al padre.  

En consecuencia atendiendo en todo momento al interés superior de la menor, 
está Sala entiende que la sentencia debe de ser confirmada pues de esta manera se 
permitirá un desarrollo más amplio e integral de la niña, desestimando la solicitud 
de la recurrente en cuanto a la modificación en la atribución de la guarda y 
custodia de su hija menor así como al resto de pronunciamientos inherentes al 
mismoó (F.D. 3º) [J.B.D.]. 

 

2. OBLIGACIONES Y CONTRA TOS. 

Jurisprudencia: Vehículo diésel, cuyo motor no reúne las características con que fue ofertado, por 
la instalación de un software que manipulaba los datos sobre emisiones contaminantes. 
Responsabilidad solidaria de fabricante y del vendedor por los daños y perjuicios derivados del 
incumplimiento contractual. Contratos estrechamente conexos mediante los que se articula una 
operación jurídica unitaria (la distribución del automóvil desde su fabricación hasta su entrega al 
comprador final). Legitimación pasiva del fabricante del vehículo: condena a 500 euros, por los 
daños morales consistentes en la zozobra derivada de la aparición de un defecto oculto en su 
coche, la incertidumbre respecto del alcance del fraude, y la inseguridad sobre el curso y resultado 
de la reclamación a interponer o sobre la viabilidad o efectos de la solución ofrecida por 
Volkswagen en el funcionamiento y potencia del motor, así como por las molestias provocadas 
por el incumplimiento contractual. 

STS (Pleno) (Sala 1ª) de 11 de marzo de 2020, rec. nº 4479/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/273b60770e2c1f23/20
200318 

òEl 30 de septiembre de 2013, D.ª Susana compró en el concesionario oficial del 
grupo Volkswagen en Maó, Talleres Menorca S.L. un vehículo Seat Ibiza, con 
motor diésel, fabricado por la demandada Seat S.A. Unos dos años después, dada 
la repercusión pública que tuvieron los hechos, la compradora tuvo conocimiento 
de que el motor de su vehículo llevaba instalado un software que desactivaba las 
emisiones de NOx (combinación de óxido nítrico - NO- y dióxido de nitrógeno -
NO2-) cuando detectaba que el vehículo estaba siendo sometido a control de 
emisiones y, de este modo, manipulaba los resultados de las mediciones de 
emisiones contaminantes. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/273b60770e2c1f23/20200318
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ò(é) La compradora interpuso una demanda contra el vendedor, Talleres 
Menorca S.L., y contra el fabricante del vehículo, Seat S.A. en la que solicitaba, 
con carácter principal, la anulación de la compraventa por vicios del 
consentimiento o la resolución por incumplimiento e indemnización de daños 
morales. Y, subsidiariamente, la indemnización de los daños materiales y morales 
derivados de no cumplir el vehículo las características, en lo relativo a emisiones, 
con que había sido ofertado y de la necesidad de someterlo a una modificació para 
eliminar el mecanismo de manipulación instalado y cumplir los estándares de 
emisión de gases contaminantes, de resultados inciertos. 

ò(é) El Juzgado de Primera Instancia desestim· la demanda. La demandante 
apeló esta sentencia y la Audiencia Provincial estimó en parte el recurso, revocó la 
sentencia de primera instancia y estimó en parte la demanda frente al vendedor, 
Talleres Menorca S.A., al que condenó a indemnizar a la compradora en 
quinientos euros por los daños morales consistentes en la zozobra derivada de la 
aparición de un defecto oculto en su coche, la incertidumbre respecto del alcance 
del fraude, y la inseguridad sobre el curso y resultado de la· reclamación a 
interponer o sobre la viabilidad o efectos de la solución ofrecida por Volkswagen 
en el funcionamiento y potencia del motor, así como por las molestias provocadas 
por el incumplimiento contractual. 

ò(é) La Audiencia Provincial desestim· la acci·n dirigida contra Seat S.A.ó 
(F.D.1º). 

ò(é) En este campo de la fabricaci·n, distribuci·n y venta de autom·viles se 
observa que la regulación de los contratos como unidades autónomas pugna con 
la realidad económica. Los elementos fundamentales de las relaciones económicas 
en este sector del automóvil son los situados en los extremos, esto es, el fabricante 
y el comprador, mientras que los sujetos intermedios (en concreto, los 
concesionarios) tienen, por lo general, menor importancia. Los automóviles 
vienen terminados de fábrica y esos sujetos intermedios constituyen un simple 
canal de distribución, que en ocasiones se diferencia poco de otros sujetos 
colaboradores del fabricante, pese a que desde el punto de vista jurídico esos 
sujetos intermedios sean operadores independientes y constituyan una de las 
partes de los contratos que, de un lado, se celebran entre el fabricante (o el 
importador) y el concesionario y, de otro, entre el concesionario y el comprador 
final, contratos conexos en los que se plasma esa relación económica que va desde 
la producción del automóvil hasta su entrega al destinatario final. 

ò(é) Por tanto, si el autom·vil no re¼ne las caracter²sticas con las que fue 
ofertado, respecto del comprador final no existe solamente un incumplimiento del 
vendedor directo, sino también del fabricante que lo puso en el mercado y lo 
publicitó. Y el daño sufrido por el comprador se corresponde directamente con el 
incumplimiento atribuible al fabricante. 

ò(é) Sentado lo anterior, en este sector de la contratación, una interpretación del 
art. 1257 del Código Civil que respete las exigencias derivadas del art. 8.c) TRLCU 
y que tome en consideración la realidad del tiempo en que ha de ser aplicado ( art. 
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3 del Código Civil), determina que no sea procedente en estos supuestos separar 
esos contratos estrechamente conexos mediante los que se articula una operación 
jurídica unitaria (la distribución del automóvil desde su fabricación hasta su 
entrega al comprador final). 

ò(é) el fabricante del autom·vil tiene frente al adquirente final la responsabilidad 
derivada de que el bien puesto en el mercado no reúne las características técnicas 
anunciadas por el fabricante. 

ò(é) Esta responsabilidad es solidaria con la responsabilidad del vendedor, sin 
perjuicio de las acciones que posteriormente este pueda dirigir contra aquel. Y, 
consecuentemente, procede reconocer al fabricante del vehículo la legitimación 
pasiva para soportar la acción de exigencia de los daños y perjuicios derivados del 
incumplimiento contractual consistente en que el vehículo adquirido por la 
compradora final demandante no reunía las características, en cuanto a emisiones 
contaminantes, con las que fue ofertado.ó (F.D.4Ü) [J.R.V.B] 

 

Jurisprudencia: Venta en garantía: venta ficticia de un paquete de acciones en garantía de un 
préstamo concedido por el comprador ficticio a quien aparece como vendedor. Equiparación a la 
simulación y consiguiente imprescriptibilidad de la acción para declarar la nulidad de la 
compraventa simulada. 

STS (Sala 1ª) de 9 de junio de 2020, rec. nº 2398/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/78991fefe75cf4ce/202
00619 

òD. Carlos interpuso demanda de nulidad del contrato de compraventa de 
acciones de la mercantil Isve Video, S.A., suscrito entre las partes litigantes, con 
fecha 22 de octubre de 2008, por considerar que la causa del contrato era falsa y 
que, por lo tanto, se hallaba viciada de nulidad. Se sostuvo que no existió pago de 
precio, ni voluntad de transmitir la propiedad de las acciones, sino que el objetivo 
de la operación fue constituir una garantía que asegurase la devolución del 
préstamo concedido por quienes intervenían como compradores a quienes 
actuaban como vendedores en la operación. 

ò(é) En consecuencia, se interpuso demanda con la pretensi·n de obtener la 
declaración de nulidad del negocio simulado (compraventa de acciones), la 
declaración de la realidad del negocio disimulado (transmisión de las acciones en 
garantía) y la procedencia de la restitución de las acciones a sus titulares 
originarios, al haberse satisfecho el crédito que la operación garantizaba. Todo 
ello, con la finalidad de invocar la falta de legitimación activa de la madre del 
demandante (por no ser verdadera socia) en la demanda de responsabilidad 
societaria que interpuso contra su hijo en un juzgado de lo mercantil. 

ò(é) El Juzgado de Primera Instancia n.Ü 2 de Getxo desestim· la demanda, al 
acoger la excepción de caducidad de la acción, calificó el negocio litigioso como 
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fiduciario y no absolutamente simulado, al que le es aplicable el plazo de cuatro 
años de caducidad previsto en el art. 1301 CC. 

ò(é) El demandante recurri· en apelaci·n. La Audiencia Provincial de Vizcaya 
(Sección 3.ª) desestimó el recurso, compartiendo el criterio del Juzgado de reputar 
que la acción para atacar el negocio simulado caduca a los cuatro años, ante lo 
cual, sin entrar en el fondo del litigio, confirmó la sentencia de primera instancia 

ò(é) Contra dicha sentencia se interpuso por el demandante recurso de casaci·n. 

ò(é) Considera el recurrente que la sentencia de la Audiencia ha infringido el 
precitado art. 1301, al aplicar el plazo de caducidad de cuatro años a la acción para 
solicitar la nulidad de un negocio jurídico simulado, dado que la acción para 
deshacer dicha apariencia no está sujeta a plazo, toda vez que el contrato que 
carece de causa no existe y no puede pasar a tener subsistencia con el transcurso 
del tiempo; así como que tampoco puede aplicarse dicho plazo a la acción de 
nulidad en los supuestos de simulaci·n relativa.ó (F.D.1Ü). 

ò(é) La jurisprudencia da al negocio fiduciario cuando se oculta bajo la forma de 
una compraventa el tratamiento jurídico de la simulación para descubrir su 
verdadera naturaleza jurídica y restablecer el orden jurídico conculcado. 

ò(é) Siendo as² las cosas como as² son, el actor est§ ejercitando una acci·n de 
simulación que es aquélla directamente encaminada a obtener un pronunciamiento 
judicial, que descubra o desenmascare la verdadera realidad que se oculta bajo la 
apariencia del negocio jurídico formal celebrado entre las partes, bien para 
declarar que el negocio aparente no existe, caso de la simulación absoluta, o bien 
que oculta otro disimulado, realmente querido por los contratantes, en el supuesto 
de la simulación relativa, en cuyo caso procede constatar, primero la falsedad de la 
apariencia, y posteriormente la existencia y validez del negocio disimulado u 
oculto ( art. 1276 CC). 

ò(é) En ambos casos, la apariencia de contrato no es real sino ficticia, no 
responde a la verdadera intención de las partes, que sí quieren crear la apariencia, 
pero no asumir las obligaciones derivadas de la misma; bien, por carecer el 
contrato fingido de los requisitos del art. 1261 del CC, para el nacimiento de las 
obligaciones convencionales, en el supuesto de la simulación absoluta; bien, por 
tratarse de un verdadero disfraz sin realidad contractual alguna, utilizado para 
ocultar lo verdaderamente querido por las partes, en el supuesto de la simulación 
relativa. 

ò(é) En definitiva, la acci·n de simulaci·n pretende constatar, en v²a judicial, la 
verdadera realidad jurídica que se enmascara bajo la falsa apariencia de forma que 
crea un contrato ficticio. 

ò(é) La finalidad y fundamento de la acci·n de simulaci·n consiste precisamente 
en desvelar esa falsa apariencia y evitar que produzca un perjuicio injusto a un 
sujeto de derecho, tanto sea contratante como incluso un tercero, lo que justifica 
su interés jurídico para accionar. 
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ò(é) No estamos ante una acci·n de anulabilidad sometida al plazo de cuatro 
años. Cuestión distinta es que el ejercicio de la acción de simulación pierda interés, 
cuando el derecho enmascarado, que se pretenda hacer valer, se haya extinguido, 
que no es cuestión de este caso, en que se pretende obtener la declaración de la 
existencia de un negocio disimulado realmente querido por las partes y en su caso 
ejecutado por el actor, al haber restituido a su suegro el inmueble principal de la 
sociedad ofertada como simple garant²a de la devoluci·n de un pr®stamo.ó 
(F.D.2º) [A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: Nulidad de préstamo usurario en que se supuso recibida una cantidad mayor que 
la verdaderamente entregada, sin que pueda considerarse que las cantidades retenidas lo fueran 
como pago a servicios prestados o se correspondieran a gastos que corrieran a cuenta del 
prestatario. Desproporción de la suma de todas las cantidades descontadas respecto del dinero que 
se dice prestado, que comporta un interés anual remuneratorio del 43%, lo que inusual para un 
préstamo garantizado por una hipoteca concertado en 2008, aunque el mismo no se destinara a 
la adquisición de la vivienda y el riesgo asumido por la prestamista se basara en la imposibilidad 
de conseguir financiación de una entidad de crédito. 

STS (Sala 1ª) de 15 de junio de 2020, rec. nº 4597/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/5eb881da3b72aaf5/20
200622 

òLa cuesti·n litigiosa que se plantea versa sobre la interpretaci·n y aplicaci·n del 
párrafo segundo del art. 1 de la Ley de 23 de julio de 1908, de usura, que declara 
nulo el contrato de préstamo en que se suponga recibida mayor cantidad que la 
verdaderamente entregada. Lo que se debate es si concurre este supuesto cuando 
el prestamista retiene diversas cantidades que no están debidamente justificadas e 
identificadas.ó (F.D.1Ü). 

ò(é) El recurso se interpone por la v²a del art. 477.2.3Ü LEC y se funda en un 
único motivo en el que se denuncia infracción del art. 1 de la Ley de represión de 
la usura. (é) En su desarrollo se sostiene, en s²ntesis, que se incluyeron unos 
gastos por comisiones y honorarios que no se corresponden con servicios 
solicitados ni desempeñados, lo que supone un interés encubierto respecto de la 
cantidad realmente entregada. 

ò(é) Debemos se¶alar que, de forma aislada, el que se cobren por adelantado los 
intereses no determina que nos encontremos ante un contrato de préstamo en que 
se suponga recibida mayor cantidad que la verdaderamente entregada. De la 
misma manera que pueden incluirse en la cantidad prestada, y descontarse de lo 
que se entrega, las cantidades que razonablemente correspondan a servicios 
prestados. Tampoco existe inconveniente en que el prestamista, según lo 
acordado, retenga cantidades para pagar deudas del prestatario, sin que ello 
suponga de forma automática una disconformidad entre la cantidad declarada y la 
realmente recibida. 
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ò(é) Es decir, que el prestamista retenga cantidades del dinero prestado o que las 
entregue a terceras personas no comporta necesariamente que se trate de un 
"préstamo falsificado". En todos estos casos, si están debidamente identificados 
los gastos, guardan relación con el préstamo y deben ser asumidos por el 
prestatario, debe entenderse que las cantidades necesarias para satisfacerlos han 
sido "verdaderamente entregadas" al prestatario en el sentido del párrafo segundo 
del art. 1 de la Ley de 23 de julio de 1908, de usura. 

ò(é) A la vista de estos hechos probados, esta sala considera que se est§ (é) 
enmascarando que la suma entregada era inferior a la que se suponía prestada, 
incurriendo en el supuesto descrito en el párrafo segundo del art. 1 de la Ley de 23 
de julio de 1908, de usura, que declara nulo el contrato de préstamo en que se 
suponga recibida mayor cantidad que la verdaderamente entregada. 

ò(é) A esta conclusi·n se llega mediante la valoraci·n de una serie de 
circunstancias que concurren en el caso, como son: 

ò(é) i) el pago anticipado de los intereses, dado que se descontaron los 3.070 
euros formalmente pactados como intereses de la suma prestada y no se 
entregaron al prestatario; 

ò(é) ii) la ausencia de detalle de en qu® consistieron los servicios de la 
intermediaria y para cuyo pago la prestamista retuvo 3.000 euros; 

ò(é) iii) la falta de explicaci·n acerca de la relaci·n entre la intermediaria y la 
prestamista; 

ò(é) iv) la falta de especificaci·n de qu® gastos se iban a cubrir con la provisi·n 
de fondos de 3.000 euros (de la que tampoco consta rendición ulterior de 
cuentas); 

ò(é) v) el hecho de que fuera la propia prestamista quien cobrara por hacer la 
tasación del inmueble hipotecado, y no otra empresa o profesional especializados; 

ò(é) vi) que la prestamista cobrara por unas labores de investigación que no se 
dice en qué consistieron, ni el coste de su realización (pero que dieron lugar a un 
descuento del importe entregado de 3.648 euros); 

ò(é) vii) la desproporci·n de la suma de todas las cantidades descontadas 
respecto del dinero que se dice prestado ya que, aun partiendo de la cantidad 
declarada probada en la instancia, si el prestatario recibió 58.546 euros, la 
exigencia de restitución de 71.300 euros en un plazo de seis meses (sin que se sepa 
qué gastos fueron efectivamente asumidos por la prestamista), comportaría un 
interés anual, no del 9% como se declara en el contrato, sino de más del 43%, lo 
que resulta sin duda desproporcionado para un préstamo garantizado por una 
hipoteca concertado en 2008 (en la que, por cierto, se daba en garantía una 
vivienda de valor muy superior al préstamo), por mucho que no se destinara a la 
adquisición de la vivienda y que el riesgo asumido por la prestamista se basara 



Praxis Judicial de los Tribunales Españoles ðISSN 2386-9704- Núm. 13- Enero 2021  

 

33 
 

precisamente en la imposibilidad de conseguir financiación de una entidad de 
crédito. 

ò(é) La concurrencia de todas estas circunstancias permite concluir que, en el 
caso, resulta difícil aceptar que todas esas cantidades que los prestatarios no 
recibieron puedan considerarse como entregadas en beneficio suyo por servicios 
prestados o gastos que corrieran de su cuenta y, por tanto, que fueran 
ôverdaderamente entregadasõ al prestatario en el sentido del p§rrafo segundo del 
art. 1 de la Ley de 23 de julio de 1908, de usura, tal y como antes hemos 
explicado.ó (F.D.2Ü) [J.R.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Seguro de vida: Validez formal del cuestionario/declaración de salud, legible pese 
a errores de impresión, cumplimentado con las respuestas del asegurado y firmado por este, quien 
al contestar negó patologías previas y su tratamiento farmacológico, vinculadas con la causa de su 
fallecimiento. 

STS (Sala 1ª) de 30 de junio de 2020, rec. nº 94/2018. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/d4474329d37755b3/2
0200710 

òel recurso debe ser desestimado por las siguientes razones: 

ò(é) Las alegaciones relativas a la ilegibilidad del cuestionario, a que no fue 
firmado por el asegurado y que no fue cumplimentado con sus respuestas 
contradicen la base fáctica de la sentencia recurrida. 

ò(é) De las respuestas del asegurado resulta acreditado que, tras ser 
expresamente preguntado al respecto, negó padecer diabetes ni hipertensión, 
haber padecido enfermedad cerebrovascular, haber sido intervenido 
quirúrgicamente y consumir algún tipo de medicación; así como que afirmó estar 
bien de salud. Por el contrario, según resulta de su historial médico, al tiempo de 
suscribir la póliza tenía antecedentes clínicos, que no podía razonablemente 
desconocer, por diabetes, hipertensión e isquemia cerebral (accidente isquémico 
transitorio o AIT en 2005), había sido intervenido quirúrgicamente en varias 
ocasiones, recibía tratamiento crónico contra la hipertensión y la diabetes. 
Además, cuando fue ingresado por última vez en abril de 2009, presentaba ôcl²nica 
de debilidad en hemicuerpo derecho de meses de evoluci·nõ, lo cual, dado que la 
póliza se firmó en marzo, permite deducir que ya existía cuando se firmó el 
cuestionario. 

ò(é) Todas estas patolog²as o antecedentes de salud (algunas de tipo 
cardiovascular que fueron objeto de tratamiento médico y farmacológico), se 
ocultaron a la compañía, pese a que se preguntó de forma específica al asegurado 
a ese respecto. 
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ò(é) En fin, por la variedad e importancia de sus problemas de salud, y el citado 
seguimiento médico y farmacológico continuado a que estaba sujeto y que fue 
negado, existían suficientes elementos significativo que el asegurado debía 
representarse como objetivamente influyentes del concreto riesgo que la 
aseguradora quería y debía conocer y valorar antes de suscribir el seguro. Y, sin 
embargo, fueron conscientemente ocultados.ó (F.D.3Ü) [A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: Seguro de vida vinculado a un contrato de préstamo hipotecario. Dolo de la 
asegurada, que negó padecer enfermedad alguna, seguir tratamiento médico, haber sido sometida 
a alguna intervención quirúrgica y consumir o haber consumido habitualmente medicación. 
Ocultación de patologías o antecedentes de salud que fueron objeto de tratamiento médico y 
farmacológico, entre ellos, de una hipertensión arterial, por la que seguía un tratamiento médico, 
con prescripción de hasta cuatro medicamentos, pese a que se le preguntó de forma específica a la 
asegurada sobre su tensión. Por la variedad y continuidad en el tiempo de sus problemas de 
salud, y por el seguimiento médico y farmacológico prolongado a que estaba sujeta y que negó, 
existían suficientes elementos significativos que la asegurada debía haberse representado como 
objetivamente influyentes del concreto riesgo que la aseguradora quería y debía conocer y valorar 
antes de suscribir el seguro. 

STS (Sala 1ª) de 1 de julio de 2020, rec. nº 346/2018 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2c30559c86c9f7c1/20
200710 

òEl presente litigio versa sobre la reclamaci·n dirigida por el esposo de la 
asegurada fallecida contra la compañía de seguros exigiéndole el pago de la suma 
prevista para caso de muerte en un seguro de vida, vinculado a un préstamo 
hipotecario y en vigor al producirse el fallecimiento. Esta pretensión fue 
desestimada por la sentencia recurrida por razones relacionadas con la infracción 
del deber de declaración del riesgo ð de dolo o culpa grave de la asegurada -. 

ò(é) El recurrente alega, en s²ntesis, que el cuestionario no puede considerarse 
formalmente válido al no haber sido cumplimentado por la asegurada, quien se 
habría limitado a firmarlo, que las preguntas que se le formularon no tenían 
relación alguna con la patología que finalmente fue causa de su muerte, y que aun 
cuando puedan existir inexactitudes en las contestaciones dadas al cuestionario, 
por las circunstancias en que se cumplimentó y firmó el cuestionario, la asegurada 
habría podido incurrir en culpa leve, pero no en culpa grave ni en dolo. 

ò(é) el recurso debe ser desestimado por las siguientes razones: 

ò(é) 1.Û) Las alegaciones del recurrente relativas a que el cuestionario no fue 
cumplimentado con las respuestas dadas por la asegurada contradicen la base 
fáctica de la sentencia recurrida. 

ò(é) 2.Û) De las respuestas de la asegurada resulta acreditado que, tras ser 
expresamente preguntada al respecto, negó (i) padecer enfermedad alguna, (ii) 
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seguir tratamiento médico, (iii) haber sido sometida a alguna intervención 
quirúrgica, y (iv) consumir o haber consumido habitualmente medicación. Por el 
contrario, según resulta de su historial médico, al tiempo de suscribir la póliza 
tenía antecedentes clínicos, que no podía razonablemente desconocer, en 
concreto: (i) desde el año 2004, le había sido diagnosticado hipertensión arterial 
por lo que seguía un tratamiento médico, con prescripción de hasta cuatro 
medicamentos; (ii) en el año 2008, se le diagnosticó una hipertrofia ventricular 
izquierda, e insuficiencia tricuspídea; (iii) desde el año 2004 padecía asma 
bronquial; (iv) también se le diagnosticó un síndrome ansioso depresivo; (v) en 
2006 había sufrido de cólicos nefríticos; y (vi) en el año 2009, se le intervino 
quirúrgicamente de túnel carpiano bilateral; todo ello antes de firmar el 
cuestionario, que tuvo lugar en el año 2010.  

ò(é) 3.Û) Todas estas patolog²as o antecedentes de salud (algunas de tipo 
cardiovascular que fueron objeto de tratamiento médico y farmacológico), se 
ocultaron a la compañía (pese a que se preguntó de forma específica la asegurado 
sobre su tensión). 

ò(é) 4.Û) Por la variedad y continuidad en el tiempo de sus problemas de salud, y 
el citado seguimiento médico y farmacológico prolongado a que estaba sujeta y 
que fue negado, existían suficientes elementos significativo que la asegurada debía 
representarse como objetivamente influyentes del concreto riesgo que la 
aseguradora quería y debía conocer y valorar antes de suscribir el seguro, Y, sin 
embargo, fueron ocultados.ó (F.D.3Ü) [JR.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Seguro de vida con cobertura de invalidez absoluta. Deber de declaración del 
riesgo: dolo del asegurado por ocultar datos esenciales al asegurador al cumplimentar la 
declaración de salud incluida en la póliza. El asegurado no puede justificar el incumplimiento de 
su deber de respuesta por la sola circunstancia de que el cuestionario sea rellenado o 
cumplimentado materialmente por el personal de la aseguradora o de la entidad que actúe por 
cuenta de aquella, si está probado que fue el asegurado quien proporcionó las contestaciones a las 
preguntas sobre su salud formuladas por dicho personal: Apreciación fáctica, no revisable en 
casación, que normalmente responde a una valoración de la prueba en su conjunto, entre la que se 
incluye el hecho indiciario de que en el mismo se incluyan datos personales que solo pudieron ser 
facilitados por el asegurado. 

STS (Sala 1º) de 1 de julio de 2020, rec. nº 3582/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/aedd15ec1b268c29/20
200710 

òEn el desarrollo del motivo, la parte recurrente aduce, resumidamente que la 
declaración de salud no es bastante para apreciar ocultación dolosa, puesto que el 
asegurado no tuvo participación personal alguna en la cumplimentación de ese 
documento, ya que se limitó a firmarlo. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/aedd15ec1b268c29/20200710
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ò(é) La jurisprudencia interpretativa del art. 10 LCS est§ resumida en la sentencia 
7/2020, de 8 de enero, que establece las siguientes pautas:. 

ò(é) El asegurado no puede justificar el incumplimiento de su deber de respuesta 
por la sola circunstancia de que el cuestionario sea rellenado o cumplimentado 
materialmente por el personal de la aseguradora o de la entidad que actúe por 
cuenta de aquella, si está probado que fue el asegurado quien proporcionó las 
contestaciones a las preguntas sobre su salud formuladas por dicho personal. 

ò(é) En particular y por lo que ahora interesa, debe destacarse que, seg¼n la 
jurisprudencia, lo único jurídicamente relevante desde el punto de vista formal, 
independientemente de quien rellene o cumplimente materialmente el 
cuestionario o la declaración de salud (esto es, aunque sea el empleado del banco 
o de la entidad mediadora), es que aquel se cumplimente con las respuestas dadas 
por el tomador ( sentencias 72/2016, de 17 de febrero, 726/2016, de 12 de 
diciembre, y 562/2018, de 10 de octubre), apreciación fáctica, no revisable en 
casación, que normalmente responde a una valoración de la prueba en su 
conjunto, entre la que se incluye el hecho indiciario de que en el mismo se 
incluyan datos personales que solo pudieron ser facilitados por el asegurado ( 
sentencias 562/2018, de 10 de octubre, y 323/2018, de 30 de mayo).ó (F.D.4Ü) 
[A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: Error en el consentimiento: la rentabilidad y producción real de la planta 
fotovoltaica de energía eléctrica comprada es una cualidad del objeto del contrato que forma parte 
esencial de lo convenido: anulación por no haberse informado a los compradores debidamente de 
este extremo: El plazo de caducidad para el ejercicio de la acción de anulación no comienza a 
contarse desde el momento de la construcción y recepción provisional de la planta, sino desde la 
fecha de realización de las modificaciones pactadas (ante la constatación de falta del debido 
rendimiento), esto es, desde el día de la final realización del plan de mejora técnica, sin dar los 
resultados esperados. 

STS (Sala 1ª) de 6 de julio de 2020, rec. nº 290/2018. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/91490e487ef583db/20
200710 

òdebemos declarar que el contrato no fue consumado en el momento inicial de 
construcción y recepción provisional, sino que ha de extenderse hasta la fecha de 
realización de las modificaciones pactadas, esto es, a la final realización del plan de 
mejora técnica que no aconteció hasta otoño de 2010, de manera que las 
demandas interpuestas en diciembre de 2013 y enero de 2014 se habrían 
interpuesto antes del plazo de 4 años, por lo que la acción no se habría extinguido 
(art. 1301 del C. Civil). 

ò(é) Sentado que no se ha extinguido la acci·n, y siguiendo la doctrina antes 
expresada pronunciada en tema similar, debemos declarar, asumiendo la instancia 
que procede confirmar la sentencia del juzgado de primera instancia al concurrir 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/91490e487ef583db/20200710
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/91490e487ef583db/20200710
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error esencial en el contrato, al no estar debidamente informados de la 
rentabilidad ni de la producción real de la planta de energía que adquirían, 
elementos estos que formaban parte esencial de lo convenido. (art. 1266 del C. 
Civil).ó (F.D.3Ü) [J.R.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Préstamo hipotecario referenciado en divisas (yenes). Con carácter general, el 
contrato de préstamo bancario de dinero tiene carácter consensual, no real, teniendo lugar su 
consumación cuando el prestamista entrega el capital prestado, no cuando el prestatario paga la 
última de las cuotas adeudadas. Complejidad del contrato de préstamo en divisas (pueden pasar 
un tiempo considerable hasta que los efectos de la devaluación de la moneda nacional frente a la 
divisa referenciada de lugar a un incremento importante de las cuotas mensuales de 
amortización), por lo que el plazo para el ejercicio de la anulación por error comienza a contarse, 
no desde la consumación, sino desde el momento en que se descubrió el vicio del consentimiento: en 
el caso enjuiciado, cuando la cuota mensual superó los dos mil euros y, al pedir explicaciones en el 
banco, se informó a los prestatarios de que adeudaban un capital en euros superior al que les fue 
entregado inicialmente. 

STS (Pleno) (Sala 1ª) de 10 de julio de 2020, rec. nº 3477/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/documento/AN/9201696/derechos%20real
es/20200724 

ò(é) Los demandantes, en calidad de prestatarios, firmaron una escritura de 
préstamo hipotecario referenciado en yenes con Banco de Valencia S.A. como 
prestamista. Cuando el euro se devaluó frente al yen, la cuota del préstamo se 
elevó considerablemente, así como la correspondencia en euros del capital 
pendiente de amortizar.ó (F.D. 1Ü) 

ò(é) La afirmaci·n de los recurrentes sobre el car§cter real, en todo caso, del 
contrato de préstamo bancario de dinero, no puede hoy sostenerse (é). ôAl 
amparo de la autonomía privada (art. 1255 CC), es admisible la validez de un 
contrato de pr®stamo consensual dirigido a crear la obligaci·n de prestar.õ  

(é) De esta forma, el contrato de pr®stamo bancario de dinero queda 
perfeccionado por lo general por la emisión del consentimiento por el prestamista 
y el prestatario o prestatarios, y la entrega posterior del dinero por el prestamista 
al prestatario es un acto de ejecución, no de perfección del contrato. Los 
intervinientes resultan obligados por la emisión del consentimiento contractual, 
sin perjuicio de que frente a la acción de cumplimiento ejercitada por el 
prestamista, los prestatarios puedan oponer el incumplimiento, por no haberse 
hecho la entrega del dinero en los términos estipulados.ó (F.D. 5Ü) 

ò(é) Los recurrentes afirman que el contrato de pr®stamo es un contrato real 
cuya consumación se produce cuando se agotan sus efectos, esto es, cuando el 
prestatario paga la última cuota. 

(é) La tesis de los recurrentes no se acepta. 

http://www.poderjudicial.es/search/documento/AN/9201696/derechos%20reales/20200724
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(é) El contrato de préstamo bancario de dinero ha de entenderse consumado 
cuando se ha producido la entrega del dinero por el prestamista al prestatario (o a 
quien este haya designado). 

(é) La entrega del capital del pr®stamo por el prestamista constituye la prestación 
esencial cuyas características determinan la existencia del error en el caso de 
préstamo en divisas como el que es objeto del recurso, puesto que el capital que 
se entrega está referenciado a una divisa, y esa vinculación es la que provoca que 
el prestatario afronte unos riesgos mayores que en un préstamo ordinario, que 
justifican la exigencia de una información más completa. 

La consecuencia de lo expuesto es que, en el contrato de préstamo bancario en 
dinero, el contrato haya de considerarse consumado cuando el prestamista hizo 
entrega del capital del préstamo al prestatario (en el préstamo objeto del litigio, 
más exactamente, el equivalente en euros del capital fijado en una divisa 
extranjera), a alguno de los prestatarios o a la persona designada por el prestatario. 

(é) Un pr®stamo denominado en divisas, aunque no est® sometido a la normativa 
del mercado de valores y, en concreto, a la normativa MiFID, es un contrato que 
presenta una especial complejidad, pues la referencia a una divisa para fijar el 
importe en euros de las cuotas periódicas y del capital pendiente de amortizar, 
determina no solo la fluctuación de la cuota del préstamo, que puede ser muy 
importante, sino también la posibilidad de que pese a pagar puntualmente tales 
cuotas, el equivalente en euros del capital pendiente de amortizar por el cliente no 
disminuya o incluso se incremente aunque haya pasado un tiempo considerable 
desde que comenzó el pago de las cuotas periódicas. Por tal razón, la 
consumación del contrato, a los solos efectos de determinar el momento inicial 
del plazo de ejercicio de la acción de anulación del contrato por error o dolo, no 
puede quedar fijada antes de que el cliente haya podido tener conocimiento de los 
hechos determinantes de la existencia de dicho error o dolo. 

En el presente caso, tal como ha resultado fijado en la instancia, los prestatarios 
tuvieron conocimiento de los hechos determinantes del error en el que basan su 
acción cuando la cuota mensual superó los dos mil euros y, al pedir explicaciones 
en el banco, se les informó de que adeudaban un capital en euros superior al que 
es fue entregado inicialmente. Y la demanda fue interpuesta cuando ya habían 
pasado más de cuatro años desde ese momento. Por tal razón, de acuerdo con lo 
previsto en el art. 1301.IV del Código Civil, cuando se interpuso la demanda, 
hab²a transcurrido el plazo de ejercicio de la acci·n.ó (F. D. 7Ü) [G.M.R.] 

 

Jurisprudencia: Préstamo hipotecario multidivisa, referenciado en francos suizos, con opción de 
cambio de divisa trimestralmente. Falta de trasparencia, por no haber suministrado el banco la 
información necesaria para que el prestatario conociera adecuadamente el riesgo de fluctuación del 
valor de cambio de las divisas. La lectura de la escritura y la inclusión en ella de fórmulas de 
estilo predispuestas, en las que el prestatario afirma haber sido informado y asumir los riesgos, no 
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suple la falta de información precontractual. Nulidad parcial del contrato, eliminándose la 
referencia a divisas, quedando el contrato como un préstamo concedido y amortizado en euros. 

STS (Sala 1ª) de 20 de julio de 2020, rec. nº 3289/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/documento/TS/9214270/contrato%20de%
20prestamo/20200807 

ò(é) De este modo, en el presente caso, como el que juzgamos en la rese¶ada 
sentencia 439/2019, de 17 de julio, es posible concluir que no ha existido ôesa 
información precontractual necesaria para que el prestatario conociera 
adecuadamente la naturaleza y riesgos vinculados a las cláusulas relativas a la 
divisa en que estaba denominado el préstamo porque la que se les facilitó no 
explicaba adecuadamente en qué consistía el riesgo de cambio del préstamo 
hipotecario en divisas. (....) la lectura de la escritura y la inclusión en ella de 
menciones predispuestas en las que el prestatario afirma haber sido informado y 
asumir los riesgos, no suple la falta de informaci·n precontractualõ. 

En consecuencia, procede estimar el motivo y, al asumir la instancia, en atención a 
lo razonado, declarar la nulidad parcial del contrato, que supone eliminar las 
referencias a la denominación en divisas del préstamo, que queda como un 
pr®stamo concedido en euros y amortizado en euros.ó (F. D. 4Ü) [J.R.V.B.] 

 

Jurisprudencia: Nulidad de cláusula de préstamo hipotecario que atribuye todos los gastos 
(tributarios, notariales y registrales) al prestatario. Reiteración de doctrina jurisprudencial: 
aplicación de las reglas legales y reglamentarias. Corresponde al prestatario el pago de la cuota 
variable del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados y el de la cuota fija correspondiente al 
timbre de la matriz, mientras que el de las copias autorizadas ha de pagarlo quien las solicita. 
Los gastos notariales de constitución y novación del préstamo hipotecario se pagan por mitad, 
mientras que los de cancelación de la hipoteca son de cargo del prestatario (los de copia de 
escritura los paga quien la solicita). Los gastos registrales corren a cargo del prestatario. 

STS (Pleno) (Sala 1ª) de 24 de julio de 2020, rec. nº 1053/2018. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openCDocument/f9caf3b37c84304410
b129baa45c19bf630bf87ab5d57596 

ò(é) La cuesti·n suscitada en este motivo, las consecuencias de la nulidad de una 
cláusula que atribuye todos los gastos al prestatario hipotecante, ha sido ya 
resuelta por este tribunal en varias ocasiones. 

(é) una vez declarada nula y dejada sin efecto por abusiva la cláusula que atribuía 
todos los gastos al prestatario consumidor, el tribunal debía entrar a analizar a 
quién, con arreglo a las reglas legales y reglamentarias, correspondía satisfacer cada 
uno de los gastos cuestionados. En este caso, el pago del Impuesto de Actos 
Jurídicos Documentados y los gastos notariales y registrales. 

http://www.poderjudicial.es/search/documento/TS/9214270/contrato%20de%20prestamo/20200807
http://www.poderjudicial.es/search/documento/TS/9214270/contrato%20de%20prestamo/20200807
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openCDocument/f9caf3b37c84304410b129baa45c19bf630bf87ab5d57596
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Por lo que se refiere al Impuesto de Actos Jurídicos Documentados, la sentencia 
48/2019, de 23 de enero, recuerda y ratifica la jurisprudencia contenida en las 
sentencias 147/2018 y 148/2018, de 15 de marzo, según la cual: 

ôEn lo que afecta al pago del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentados habrá que estar a las siguientes reglas: 

a) Respecto de la constitución de la hipoteca en garantía de un préstamo, el sujeto 
pasivo del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados es el prestatario. 

b) En lo que respecta al pago del impuesto de actos jurídicos documentados, en 
cuanto al derecho de cuota variable en función de la cuantía del acto o negocio 
jurídico que se documenta, será sujeto pasivo el prestatario. 

c) En cuanto al derecho de cuota fija, por los actos jurídicos documentados del 
timbre de los folios de papel exclusivo para uso notarial en los que se redactan la 
matriz y las copias autorizadas, habrá que distinguir entre el timbre de la matriz y 
el de las copias autorizadas. Respecto de la matriz, corresponde el abono del 
impuesto al prestatario [...]. Mientras que, respecto de las copias, habrá que 
considerar sujeto pasivo a quien las solicite. 

d) Las primeras copias de escrituras notariales que documenten la cancelación de 
hipotecas de cualquier clase están exentas en cuanto al gravamen gradual de la 
modalidad Actos Jurídicos Documentados que grava los documentos notarialesõ. 

Por tanto, de acuerdo con las normas de Derecho nacional aplicables en defecto 
de cláusula, la declaración de nulidad de la cláusula quinta relativa a los gastos no 
podía conllevar la atribución de todos los derivados del Impuesto de Actos 
Jurídicos Documentados al banco prestamista, pues, con las matizaciones 
examinadas, el principal sujeto pasivo obligado al pago de este tributo era el 
prestatario. 

Respecto a los gastos de notaría, en la sentencia 48/2019, de 23 de enero, 
concluimos que, (é) ôel pr®stamo hipotecario es una realidad inescindible, en la 
que están interesados tanto el consumidor -por la obtención del préstamo-, como 
el prestamista -por la garantía hipotecaria-, es razonable distribuir por mitad el 
pago de los gastos que genera su otorgamientoõ. 

El mismo criterio resulta de aplicación a la escritura de modificación del préstamo 
hipotecario, puesto que ambas partes están interesadas en la modificación o 
novación. En cuanto a la escritura de cancelación de la hipoteca, como el 
interesado en la liberación del gravamen es el prestatario, a él le corresponde este 
gasto. 

Y por lo que respecta a las copias de las distintas escrituras notariales relacionadas 
con el préstamo hipotecario, deberá abonarlas quien las solicite, en tanto que la 
solicitud determina su interés. 



Praxis Judicial de los Tribunales Españoles ðISSN 2386-9704- Núm. 13- Enero 2021  

 

41 
 

Por tanto, de acuerdo con las normas de Derecho nacional aplicables en defecto 
de cláusula, los gastos notariales generados por el otorgamiento de la escritura de 
préstamo hipotecario debían repartirse por mitad. 

(é) Por lo que respecta a los gastos del registro de la propiedad, el arancel de los 
registradores de la propiedad regulado en el RD 1427/1989, de 17 de noviembre, 
los imputa directamente a aqu®l a cuyo favor se inscriba o anote el derecho.ó 
(F.D. 3º) [J.R.V.B.] 

 

Jurisprudencia: Subrogación en préstamo hipotecario en el que se prevé el pago del interés fijado 
por la normativa sobre financiación de viviendas de protección oficial (IRPH entidades). La falta 
de trasparencia de una cláusula, de darse, no determina necesariamente su carácter abusivo, 
siendo preciso, además, que dicha cláusula sea contraria a la buena fe, causando al consumidor 
un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del 
contrato. No puede admitirse que la cláusula que fija como índice de referencia del préstamo 
hipotecario el tipo de interés previsto para la financiación de las viviendas de protección oficial en 
el Real Decreto 801/2005 sea abusiva. 

STS (Sala 1ª) (Pleno) de 6 de noviembre de 2020, rec. nº 3990/2016. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/1bdcd323c562f495/20
201109 

ò(é) Es doctrina de este tribunal y del TJUE que la transparencia, (é) est§ 
vinculada con la información que permite al consumidor prever, sobre la base de 
criterios precisos y comprensibles, la carga jurídica y económica del contrato. 

(é) El demandante compr· una vivienda de protecci·n oficial de promoci·n 
privada. La obtención de financiación para la construcción de dicha vivienda tuvo 
lugar bajo la vigencia del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se 
aprueba el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la 
vivienda. Liberbank, con base en un convenio que había suscrito con la Junta de 
Extremadura, otorgó a Joca Inmo S.A. en octubre de 2007 un préstamo 
hipotecario sujeto a dicha normativa. El demandante, al firmar la escritura de 
compraventa de la vivienda de protección oficial, optó por subrogarse en dicho 
préstamo convenido. 

(é) Lo anterior supone que el recurrente, al comprar una vivienda de protecci·n 
oficial, suscribió una condición general que determinaba la aplicación del régimen 
de financiación de viviendas de protección oficial vigente cuando se inició la 
promoción de su vivienda, que está regulado por normas administrativas. En este 
régimen, el tipo de interés efectivo vigente en cada momento viene determinado 
por un Acuerdo del Consejo de Ministros que se publica en el Boletín Oficial del 
Estado, con base en el mecanismo previsto en art. 9 del citado Real Decreto: la 
aplicación de un coeficiente reductor del 0,9175 a la media de los tres últimos 
meses del tipo porcentual de referencia de los préstamos hipotecarios del 
conjunto de entidades de crédito, elaborado por el Banco de España. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/1bdcd323c562f495/20201109
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(é) Ahora bien, el consumidor se adhiri· a una condici·n general que establec²a 
la aplicación del régimen de financiación establecido y regulado en una norma 
reglamentaria, cuyo tipo de interés era revisado periódicamente por sucesivos 
acuerdos del Consejo de Ministros. La cláusula hacía expresa referencia a esta 
normativa y a estos acuerdos del Consejo de Ministros que revisaban cada año el 
tipo de interés aplicable. Tanto aquella como estos gozan de la publicidad 
derivada de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

(é) Se trata de un conjunto de circunstancias que permiten considerar que el 
recurrente, por las especiales características de la financiación de las viviendas de 
protección oficial y la publicidad de que es objeto el tipo de interés y las demás 
condiciones de tal financiación, tenía a su disposición suficiente información 
sobre los elementos configuradores de la financiación que contrataba para pagar el 
precio de su vivienda de protección oficial y de la carga económica y jurídica que 
tal financiación le suponía. 

Ahora bien, si la falta de información directa por parte de la entidad crediticia 
sobre la evoluci·n del ²ndice de referencia, (é) pudiera considerarse como 
determinante de la falta de transparencia de la cláusula cuestionada, porque se 
entendiera insuficiente la publicidad del régimen de financiación de las viviendas 
de protección oficial, tal falta de transparencia no determinaría necesariamente la 
nulidad de la cláusula, sino que permitiría controlar si la misma era abusiva, esto 
es, si se trata de una cláusula que, en contra de las exigencias de la buena fe, causa, 
en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio importante de los 
derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato. 

(é) Es decir, la declaraci·n de falta de transparencia ser²a condici·n necesaria, 
pero no suficiente, para la apreciaci·n de la abusividad (é). đnicamente hemos 
asimilado falta de transparencia a la abusividad en determinadas cláusulas, como 
es el caso de las denominadas ôcl§usulas sueloõ, por entra¶ar un elemento 
enga¶oso, o de las cl§usulas ômultidivisaõ o ômultimonedaõ, por ocultarse graves 
riesgos para el consumidor. No es el caso de la utilización de uno u otro de los 
índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios, y concretamente, 
del utilizado en el sistema de financiación de las viviendas de protección oficial. 

(é) En conclusi·n, no puede admitirse que la cl§usula que fija como ²ndice de 
referencia del préstamo hipotecario el tipo de interés previsto para la financiación 
de las viviendas de protección oficial en el Real Decreto 801/2005 sea abusiva. 
No se entiende cómo el ofrecimiento al consumidor de un préstamo sometido al 
sistema de financiación previsto para las viviendas de protección oficial en su 
normativa reguladora, puede considerarse como una actuación del predisponente 
contraria a las exigencias de la buena fe. Tampoco puede aceptarse que la dispar 
evolución en los años posteriores del índice de referencia de este sistema respecto 
de otros índices, por causas no atribuibles al predisponente, o la falta de 
información sobre la evolución futura de tal índice, causara, en el momento de la 
contratación, en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los 
derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato, contrario a las 
exigencias de la buena fe.ó (F. D. 3Ü) [G.M.R.] 
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Jurisprudencia: Préstamo hipotecario referenciado al IRPH: la cláusula que lo prevé no es 
abusiva, aun no siendo trasparente, pues no es contraria a la buena fe, ni causa al consumidor 
un desequilibrio importante. Que la cláusula no sea transparente, no quiere decir que siempre y 
automáticamente sea abusiva. 

STS (Sala 1ª) (Pleno) de 12 de noviembre de 2020, rec. nº 2328/2016. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/cdafa76cdf999739/202
01116 

ò(é) El 29 de mayo de 2006, D. Carlos Daniel suscribió con la entidad Monte de 
Piedad y Caja de Ahorros de Huelva y Sevilla (actualmente, Caixabank S.A.) un 
préstamo hipotecario con un tipo de interés variable referenciado al índice IRPH 
Cajas, con un diferencial del 0,25%. 

El Sr. Carlos Daniel interpuso una demanda contra Caixabank, en la que solicitó 
que se declarase la nulidad por abusivas de varias de las cláusulas del contrato y, 
en lo que ahora interesa, la que determinaba el interés del préstamo conforme al 
índice IRPH. 

La sentencia de primera instancia desestimó la demanda respecto de dicho 
particular. 

(é) Recurrida dicha sentencia en apelaci·n por el prestatario, la Audiencia 
Provincial desestim· el recurso y confirm· la sentencia de primera instancia.ó 
(F.D. 1º) 

ò(é) Que la cl§usula no sea transparente no implica necesariamente que sea 
abusiva. 

(é) La redacci·n actual del art. 83 TRLCU no es ·bice para ello, pues no estaba 
en vigor cuando se concertó el contrato de préstamo hipotecario, ya que se 
introdujo por la Ley 5/2019, de 5 de marzo, y por tanto no es aplicable para 
resolver el presente recurso, por lo que no procede ahora su interpretación, 
aunque sí conviene puntualizar que en la nueva redacción del precepto el 
«perjuicio de los consumidores» aparece expresamente contemplado al tratar de la 
nulidad de las cláusulas no transparentes. 

(é) Es decir, (é) la declaraci·n de falta de transparencia ser²a condici·n 
necesaria, pero no suficiente, para la apreciación de la abusividad. 

(é) El art. 82.1 TRLGCU dispone: 

ôSe considerar§n cl§usulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en 
contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y 
usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes 
que se deriven del contratoõ. 

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/cdafa76cdf999739/20201116
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(é) En cuanto a la buena fe, parece dif²cil que se pueda vulnerar por ofrecer un 
índice oficial, aprobado por la autoridad bancaria, salvo que se pudiera afirmar 
que se podía conocer su evolución futura y ésta fuera necesariamente perjudicial 
para el prestatario y beneficiosa para la entidad prestamista. Lo que como hemos 
visto, no es el caso, ya que tal evolución futura no depende de la voluntad del 
predisponente. 

(é) Junto a ello, a estos efectos del juicio de buena fe, no es desdeñable que el 
Gobierno central y varios Gobiernos autonómicos, en la fecha de suscripción del 
contrato y en la actualidad, a través de diversas disposiciones reglamentarias, 
tengan establecido el índice IRPH como referencia para la financiación (obtención 
de préstamos) de la adquisición de viviendas de protección oficial -VPO-. 

(é) Respecto al otro par§metro -desequilibrio importante-, debe ser valorado en 
el momento de suscripción del contrato (art. 4.1 de la Directiva 93/13), por lo que 
la evolución más o menos favorable del índice durante el tiempo de vida del 
contrato, no puede ser determinante. Máxime cuando no consta que el 
prestamista tenga influencia razonable en esa evolución. 

(é) En todo caso, (é) que en un determinado momento de la vida del préstamo 
el IRPH se separe desfavorablemente de otros índices (específicamente, el 
Euribor) no quiere decir que se vaya a comportar siempre así durante el resto de 
vigencia del contrato. 

(é) La evoluci·n posterior no puede determinar el desequilibrio, que debe 
valorarse en la fecha de celebración del contrato (art. 4.1 de la Directiva 93/13). 
Que en su desenvolvimiento posterior el préstamo resulte ser más caro que otros, 
no supone desequilibrio determinante abusividad, puesto que el control de 
contenido no puede derivar en un control de precios.ó (F. D. 5Ü) 

ò(é) Lo que el recurrente considera que ha provocado que, en contra de las 
exigencias de la buena fe, se haya causado, en su perjuicio, un desequilibrio 
importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del 
contrato, ha sido, en realidad, la evolución divergente del Euribor y del IRPH en 
los años posteriores a la contratación del préstamo, puesto que, aunque ambos 
índices oficiales han bajado desde que el demandante suscribió el préstamo 
hipotecario, el Euribor ha bajado más que el IRPH. 

(é) Pues bien, en la fecha de suscripci·n del pr®stamo litigioso. Pues bien, como 
ya hemos visto, el IRPH contractual estaba en la fecha del contrato en 4,08%; 
mientras que el inter®s legal del dinero estaba en el 4%.ó (F. J. 7Ü) 

[En el mismo sentido: 

 STS (Sala 1ª) (Pleno) de 12 de noviembre de 2020, rec. nº 2863/2016. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9dee35815fca45da/20
201123 
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STS (Sala 1ª) (Pleno) de 12 de noviembre de 2020, rec. nº 12/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/944cb848e248c650/2
0201124 

STS (Sala 1ª) (Pleno) de 12 de noviembre de 2020, rec. nº 2007/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/ec0636c69cfd5f00/20

201123 ] 

 

Jurisprudencia: Préstamo hipotecario referenciado en yenes: caducidad de la acción de anulación 
por error. Dada la especial complejidad del contrato, el plazo de ejercicio de la acción comienza a 
contarse, no desde la consumación del mismo, sino desde el momento (posterior) en el que los 
prestamistas advirtieron su error (cuando la cuota mensual superó los dos mil euros y, al pedir 
explicaciones en el banco, se les informó de que adeudaban un capital en euros superior al que les 
fue entregado inicialmente). El contrato de préstamo bancario es consensual y se consuma con la 
entrega, por parte del banco, de la cantidad prestada (no cuando el prestatario paga la última 
cuota del préstamo). 

STS (Sala 1ª) de 5 de octubre de 2020, rec. nº 4767/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/05064d9e483dfa81/20

201016 

òLos recurrentes afirman que el contrato de pr®stamo es un contrato real cuya 
consumación se produce cuando se agotan sus efectos, esto es, cuando el 
prestatario paga la última cuota. Y que, por tal razón, la jurisprudencia que se 
inicia en la sentencia 769/2014, de 12 de enero de 2015, aplicada por la sentencia 
recurrida, no puede servir para anticipar el momento inicial del plazo de caducidad 
de la acción de anulación por error vicio al día en que tuvieron, o pudieron tener, 
conocimiento de los hechos determinantes de la existencia del error que vició su 
consentimiento. 

ò(é) La tesis de los recurrentes no se acepta. 

ò(é) La entrega del capital del pr®stamo por el prestamista constituye la 
prestación esencial cuyas características determinan la existencia del error en el 
caso de préstamo en divisas como el que es objeto del recurso, puesto que el 
capital que se entrega está referenciado a una divisa, y esa vinculación es la que 
provoca que el prestatario afronte unos riesgos mayores que en un préstamo 
ordinario, que justifican la exigencia de una información más completa. 

ò(é) La consecuencia de lo expuesto es que, en el contrato de préstamo bancario 
en dinero, el contrato haya de considerarse consumado cuando el prestamista hizo 
entrega del capital del préstamo al prestatario (en el préstamo objeto del litigio, 
más exactamente, el equivalente en euros del capital fijado en una divisa 
extranjera), a alguno de los prestatarios o a la persona designada por el prestatario. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/944cb848e248c650/20201124
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ò(é) Un pr®stamo denominado en divisas, aunque no est® sometido a la 
normativa del mercado de valores y, en concreto, a la normativa MiFID, es un 
contrato que presenta una especial complejidad, pues la referencia a una divisa 
para fijar el importe en euros de las cuotas periódicas y del capital pendiente de 
amortizar, determina no solo la fluctuación de la cuota del préstamo, que puede 
ser muy importante, sino también la posibilidad de que pese a pagar puntualmente 
tales cuotas, el equivalente en euros del capital pendiente de amortizar por el 
cliente no disminuya o incluso se incremente aunque haya pasado un tiempo 
considerable desde que comenzó el pago de las cuotas periódicas. Por tal razón, la 
consumación del contrato, a los solos efectos de determinar el momento inicial 
del plazo de ejercicio de la acción de anulación del contrato por error o dolo, no 
puede quedar fijada antes de que el cliente haya podido tener conocimiento de los 
hechos determinantes de la existencia de dicho error o dolo. 

ò(é) En el presente caso, tal como ha resultado fijado en la instancia, los 
prestatarios tuvieron conocimiento de los hechos determinantes del error en el 
que basan su acción cuando la cuota mensual superó los dos mil euros y, al pedir 
explicaciones en el banco, se les informó de que adeudaban un capital en euros 
superior al que les fue entregado inicialmente. Y la demanda fue interpuesta 
cuando ya habían pasado más de cuatro años desde ese momento. Por tal razón, 
de acuerdo con lo previsto en el art. 1301.IV del Código Civil, cuando se 
interpuso la demanda, había transcurrido el plazo de ejercicio de la acción. 

ò(é) Por todo ello, al margen de lo ya razonado sobre la imposibilidad de 
postular la anulación por error en el consentimiento de la cláusula multidivisa, en 
vez de instar la nulidad del contrato suscrito, la sentencia de la Audiencia 
Provincial es conforme con la doctrina de esta Sala sobre el día inicial del 
cómputo del plazo de los cuatro años para el ejercicio de la acción de anulabilidad 
por error en el consentimiento, sin que, por lo tanto, podamos aceptar, como se 
pretende por la recurrente, que el plazo del art. 1301 del CC comience a contarse 
una vez transcurridos los 300 meses pactados de amortización del préstamo, es 
decir a partir de los 25 a¶os de consumaci·n del contrato objeto del proceso.ó 
(F.D.3º) [A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: Préstamo multidivisa: nulidad parcial del contrato por falta de trasparencia de la 
cláusula multidivisa, convirtiéndose en un préstamo concedido y referenciado en euros. El banco 
debe informar al cliente del riesgo de la incidencia de la fluctuación de la divisa, tanto en el 
cálculo de las cuotas periódicas, como en la determinación del importe del capital pendiente de 
amortización, dado que, en este tipo de préstamos, la fluctuación de la divisa implica un recálculo 
constante del capital prestado.  La lectura de la escritura del préstamo y la inclusión en ella de 
menciones predispuestas en las que el prestatario afirma haber sido informado y asumir los 
riesgos, no suple la falta de información precontractual. 

STS (Sala 1ª) de 5 de octubre de 2020, rec. nº 607/2018. 
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òEl motivo denuncia la infracci·n del art. 1301 CC, en relaci·n con la 
determinación del dies a quo para el cómputo del plazo de la acción de nulidad en 
contratos de tracto sucesivo, que ha de computarse desde el momento de la 
consumación del contrato, esto es, desde que se cumplen todas las obligaciones de 
las partes. 

ò(é) en relaci·n con la aplicaci·n del art. 1301 CC, el contrato de préstamo 
bancario en dinero ha de considerarse consumado cuando el prestamista hizo 
entrega del capital del préstamo al prestatario, a alguno de los prestatarios o a la 
persona designada por el prestatario. 

ò(é) En nuestro caso, el contrato de préstamo de 5 de octubre de 2005 y la 
posterior modificación, se consumaron en el momento en que se pusieron a 
disposici·n de los prestatarios las correspondientes sumas de dinero. (é) No 
obstante, (é) el plazo de caducidad no pod²a comenzar a contarse hasta que 
aflorara el riesgo congénito al negocio cuyo desconocimiento podía viciar el 
consentimiento prestado, en este caso el derivado del cambio de paridad de la 
divisa escogida respecto del euro. Esto ocurrió, cuando menos, en el momento en 
que las partes acordaron novar el préstamo y referirlo a euros (el 15 de junio de 
2011), con el efecto consiguiente de que la suma en euros del capital prestado era 
muy superior al inicial contravalor en euros. De este modo el plazo de cuatro años 
debía computarse cuando menos desde entonces (15 de junio de 2011) y se 
completó antes de que se presentara la demanda (22 de enero de 2016), como 
muy bien entendi· la sentencia recurrida.ó (F.D.3Ü) 

ò(é) El motivo (é) Hace expresa referencia a la vulneraci·n de la jurisprudencia 
sentada por la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo 608/2017, de 15 
de noviembre, respecto de las cláusulas multidivisa, que considera parte del objeto 
esencial del contrato y sobre las que existe un especial deber de transparencia, 
además de negar que hubiera negociación individualizada cuando sus cláusulas 
han sido impuestas con carácter generalizado por la entidad bancaria. Se solicita la 
ratificación del criterio acerca de que, siendo la opción multidivisa una condición 
general de la contratación, ha de estar sometida al doble filtro de transparencia. 

ò(é) Procede estimar el motivo. 

ò(é) Hemos de partir (é) de la doctrina del TJUE en aplicaci·n del control de 
transparencia en la contratación de este tipo de préstamos hipotecarios en divisas, 
que se contiene esencialmente en la STJUE de 20 de septiembre de 2017, asunto 
C-186/16 (caso Andriciuc). En esa sentencia, el TJUE recuerda que (é) ôlas 
instituciones financieras deben facilitar a los prestatarios la información suficiente 
para que éstos puedan tomar decisiones fundadas y prudentes, y comprender al 
menos los efectos en las cuotas de una fuerte depreciación de la moneda de curso 
legal del Estado miembro del domicilio del prestatario y de un aumento del tipo 
de inter®s extranjeroõ. 
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ò(é) Al asumir esta doctrina, en nuestras sentencias de 608/2017, de 15 de 
noviembre, y 599/2018, de 31 de octubre, hemos explicado por qué los riesgos de 
este tipo de préstamo hipotecario exceden a los propios de los préstamos 
hipotecarios a interés variable solicitados en euros y, en consecuencia, qué 
información es exigible a las entidades que ofertan este producto: 

ò(é) ôAl riesgo de variaci·n del tipo de inter®s se a¶ade el riesgo de fluctuaci·n 
de la moneda. Pero, además, este riesgo de fluctuación de la moneda no incide 
exclusivamente en que el importe en euros de la cuota de amortización periódica, 
comprensiva de capital e intereses, pueda variar al alza si la divisa elegida se 
aprecia frente al euro. [...] El tipo de cambio de la divisa elegida se aplica, además 
de para el importe en euros de las cuotas periódicas, para fijar el importe en euros 
del capital pendiente de amortización, de modo que la fluctuación de la divisa 
supone un recálculo constante del capital prestado. Ello determina que pese a 
haber ido abonando las cuotas de amortización periódica, comprensivas de 
amortización del capital prestado y de pago de los intereses devengados desde la 
anterior amortización, puede ocurrir que, pasados varios años, si la divisa se ha 
apreciado frente al euro, el prestatario no solo tenga que pagar cuotas de mayor 
importe en euros sino que además adeude al prestamista un capital en euros 
mayor que el que le fue entregado al concertar el pr®stamoõ. 

ò(é) La sentencia recurrida contradice esta doctrina porque, aunque considere 
genéricamente que ha existido una información precontractual sobre la carga 
económica y jurídica de las cláusulas relativas a la multidivisa, no ha quedado 
acreditado que antes de concertarse por primera vez el préstamo hipotecario 
multidivisa, se hubiera informado a los prestatarios de los riesgos derivados de la 
depreciación de la divisa escogida (primero franco suizo y luego yen japonés) en 
relación con el euro. 

ò(é) De este modo, en este caso, como el que juzgamos en la rese¶ada sentencia 
439/2019, de 17 de julio, es posible concluir que no ha existido ôesa informaci·n 
precontractual necesaria para que el prestatario conociera adecuadamente la 
naturaleza y riesgos vinculados a las cláusulas relativas a la divisa en que estaba 
denominado el préstamo porque la que se les facilitó no explicaba adecuadamente 
en qué consistía el riesgo de cambio del préstamo hipotecario en divisas. 
Asimismo, la lectura de la escritura y la inclusión en ella de menciones 
predispuestas en las que el prestatario afirma haber sido informado y asumir los 
riesgos, no suple la falta de informaci·n precontractualõ. 

ò(é) En consecuencia, procede estimar el motivo y al asumir la instancia, en 
atención a lo razonado, declarar la nulidad parcial del contrato, que supone 
eliminar las referencias a la denominación en divisas del préstamo, que queda 
como un pr®stamo concedido en euros y amortizado en euros.ó (F.D.4Ü) [JR.V.B]. 

 



Praxis Judicial de los Tribunales Españoles ðISSN 2386-9704- Núm. 13- Enero 2021  

 

49 
 

Jurisprudencia: Arrendamiento a persona jurídica sujeto a la LAU 1964: no es arrendamiento 
de vivienda, sino de local de negocio: aplicación de la DT 3ª LAU: extinción por transcurso del 
plazo de 20 años desde la entrada en vigor de la misma.   

STS (Sala 1ª) de 28 de octubre de 2020, rec. nº 1791/2018 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/300413ebe5f9e7c0/202

01106 

òLa sentencia dictada por la Audiencia, hoy recurrida, afirma que ôaunque el 
destino del objeto cedido en arrendamiento sea el de servir de vivienda, y aunque 
ésta viene ocupada materialmente por personas físicas, para calificar el contrato 
hay que estar a la condición personal de la arrendataria, que en cuanto persona 
jurídica, por esencia, carece de la necesidad y de la capacidad de ocupar una 
vivienda como moradorõ; a lo que a¶ade que "en la disyuntiva de considerar si nos 
hallamos ante un arrendamiento sujeto al Código Civil ( artículo 2.3 del TRLAU) 
o frente a un arrendamiento de local de negocio en que el arrendatario, su familia 
o personas que trabajen a su servicio tengan en él su vivienda ( artículo 5.1 del 
TRLAU) consideramos que este ¼ltimo supuesto se ajusta m§s al presente casoõ. 

ò(é) En consecuencia se aplica por la Audiencia la Disposici·n Transitoria 
Tercera de la LAU 1994, referida a los contratos de arrendamiento de local de 
negocio celebrados antes del 9 de mayo de 1985 y declara extinguido el contrato 
por el transcurso de veinte a¶os desde la entrada en vigor de dicha Ley.ó (F.D.1Ü). 

ò(é) No puede solicitar la entidad arrendataria la aplicación de una norma, como 
la del artículo 4.1 LAU 1964, que se refiere al inquilino, su cónyuge o pariente de 
uno u otro hasta el tercer grado, pues dicha norma viene a regular el posible 
ejercicio -por las personas físicas a que se refiere- de una profesión, función 
pública o pequeña industria doméstica, sin que resulte de aplicación al supuesto en 
que la arrendataria sea una persona jurídica, como ocurre en este caso. 

ò(é) Es frecuente la contrataci·n del arrendamiento por una persona jurídica 
para destinar la vivienda para alojamiento de directivos o empleados, pero tal 
contratación -precisamente por la sucesión de ocupantes- no ha de estar sujeta a la 
legislación sobre arrendamientos urbanos en cuanto a los beneficios que 
comporta para el arrendatario, sin perjuicio de que -sin aplicación necesaria de la 
normas imperativas- las partes puedan establecer los pactos y cláusulas que 
estimen convenientes.ó (F.D.3Ü) [A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: El adquirente de una vivienda no puede reclamar las rentas correspondientes a 
un arrendamiento no inscrito, extinguido por adjudicación de aquella en un procedimiento de 
adjudicación hipotecaria (art. 13.1 LAU 1994 en la redacción dada al precepto por la Ley 
4/2013, anterior a la que resulta del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo) a quien sigue 
ocupándolo como mero precarista. 

STS (Sala 1ª) de 4 de noviembre de 2020, rec. nº 5706/2019. 
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http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0d3ee6f687c63605/202

01123 

ò(é) Tras la reforma por la precitada ley 4/2013, la redacci·n del art. 13 de la 
LAU quedó de la forma siguiente: 

ô1. Si durante la duraci·n del contrato el derecho del arrendador quedara resuelto 
por (é) la enajenación forzosa derivada de una ejecución hipotecaria o de 
sentencia judicial o el ejercicio de un derecho de opción de compra, quedará 
extinguido el arrendamiento. 

(...) Pues bien, tras la nueva redacción de dicho precepto, es de aplicación, al caso 
presente, su apartado 1, párrafo primero, toda vez que el contrato de 
arrendamiento no accedió al registro. 

(é) Bajo los condicionantes temporales expuestos, el recurso queda circunscrito a 
resolver una cuestión de naturaleza jurídica, cual es si adjudicada al SAREB la 
propiedad de la vivienda arrendada en un procedimiento de ejecución hipotecaria 
es posible considerar vigente un vínculo contractual arrendaticio entre la entidad 
actora y los demandados, de manera tal que justificase una pretensión pecuniaria 
de reclamación de las rentas de un subsistente contrato de alquiler de vivienda; o 
si, por el contrario, se encuentran los demandados, tras la adjudicación de la 
vivienda a la entidad actora y extinguido el arrendamiento concertado con el 
anterior propietario, en situación de precario, poseyendo la vivienda litigiosa por 
mera condescendencia de su nuevo titular, al quedar extinguido ipso iure el 
contrato de arrendamiento que constituía el título justificante de la ocupación de 
la cosa arrendada por los demandados y del que nacía, como justa 
contraprestación, el derecho a la percepción del precio del alquiler. 

(é) Pues bien, a la hora de tomar partido sobre tal cuesti·n controvertida, el 
tribunal adopta esta segunda posición, toda vez que, tras la reforma del art. 13 de 
la LAU, por la ley 4/2013, se establece expresamente que el contrato de 
arrendamiento quedará extinguido ( art. 13.1 párrafo I) y el art. 7.2 de la precitada 
disposición general señala, por su parte, que el contrato deja de surtir efectos con 
respecto al tercero adquirente, si no está inscrito el arrendamiento en el 
correspondiente registro de la propiedad, como es el caso que nos ocupa que no 
tuvo acceso a dicha oficina pública. 

(é) Todo ello, sin perjuicio de que el adjudicatario y el arrendatario celebren un 
nuevo contrato de arrendamiento, cosa que, en este caso, no ha sucedido, toda 
vez que, desde la enajenación forzosa del inmueble y su adquisición por la 
sociedad demandante, los demandados no han abonado la renta a la nueva entidad 
propietaria del inmueble, la cual tampoco consta la exigiese antes de la 
formulación de la demanda, salvo requerimiento de pago para evitar la enervación 
de la acción. 

(é) Por todo el conjunto argumental expuesto no cabe fundar la demanda en la 
reclamación de las rentas con respecto a un contrato de arrendamiento extinguido, 
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sin que, por lo tanto, existan vínculos contractuales arrendaticios entre la sociedad 
demandante y los anteriores arrendatarios demandados, que permitan accionar, 
como se hace, con base a los arts. 17, 27.2 a) LAU y 1555.1 del CC, sin perjuicio 
de las otras alternativas con las que contaba la sociedad accionante para reclamar 
los perjuicios sufridos por la ocupaci·n del inmueble.ó (F.D.4Ü). [JR.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Validez de novación de cláusula suelo, en la que se pacta una reducción del 
mismo (del 4,25% al 2,75%): cuando se modificó la cláusula, la prestataria sabía de la 
existencia de la cláusula suelo, que era potencialmente nula por falta de transparencia y de la 
incidencia que había tenido: consta el conocimiento de esta evolución del índice y de sus concretas 
consecuencias económicas, por la incidencia práctica que había tenido esta evolución en la 
concreción de la cuantía de la cuota periódica que había venido pagando, y en el propio 
documento se especifica el valor del índice en ese momento (0,491%). Nulidad de la cláusula de 
renuncia de acciones, por los términos en que está redactada, que va más allá de la controversia 
suscitada en torno a la cláusula suelo, ya que se refiere genéricamente a òcualquier acci·n que 
traiga causa de su formalizaci·n y clausuladoó del contrato de pr®stamo. 

STS (Sala 1ª) de 5 de noviembre de 2020, rec. nº 71/2017. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/18a05f7e64ba32c8/202

01113 

òEl 7 de julio de 2009, D¶a. Reyes se subrog· en un pr®stamo al promotor 
suscrito con la Caja de Ahorros de la Inmaculada (ahora Ibercaja) el 28 de febrero 
de 2001, que tenía una cláusula suelo del 4,25% y un techo de 8,796%. 

ò(é) Tras la sentencia de esta sala 241/2013, de 9 de mayo, la entidad prestamista 
contactó con la Sra. Reyes para ofrecerle una rebaja de la hipoteca, por lo que las 
partes acordaron una rebaja del suelo al 2,75% y la renuncia de acciones, a cuyo 
efecto firmaron un documento privado el 25 de junio de 2014. En la estipulación 
cuarta de dicho documento consta: 

ò(é) ôLas PARTES ratifican la validez y vigor del pr®stamo, consideran 
adecuadas sus condiciones y, en consecuencia, renuncian expresa y mutuamente a 
ejercitar cualquier acción frente a la otra que traiga causa de su formalización y 
clausulado, así como por las liquidaciones y pagos realizados hasta la fecha, cuya 
correcci·n reconocenõ. 

ò(é) Asimismo, en el documento figura la siguiente mención escrita de puño y 
letra de la prestataria, junto con su firma 

ò(é) ôSoy consciente y entiendo que el tipo de inter®s de mi pr®stamo nunca 
bajar§ del 2,75% nominal anualõ.ó (F.D. 1Ü). 

ò(é) hemos de partir de las circunstancias concurrentes, entre las que destaca el 
contexto en el que se lleva a cabo la novación: unos meses después de que la 
sentencia del pleno de esta sala 241/2013, de 9 de mayo, provocara un 
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conocimiento generalizado de la eventual nulidad de estas cláusulas suelo si no 
cumplían con el control de transparencia. 

ò(é) De este modo, cuando se modific· la cl§usula, la prestataria sab²a de la 
existencia de la cláusula suelo, que era potencialmente nula por falta de 
transparencia y de la incidencia que había tenido. 

ò(é) Al margen de lo anterior, el TJUE entiende que la informaci·n que deb²a 
suministrarse al prestatario consumidor debía permitirle conocer las 
consecuencias económicas derivadas del mantenimiento de la cláusula suelo en el 
2,75%, y menciona expresamente la relativa a la evolución pasada del índice a 
partir del cual se calcula el tipo de interés. 

ò(é) Este criterio de transparencia se habr²a cumplido en este caso, pues consta 
el conocimiento de esta evolución del índice y sus concretas consecuencias 
económicas, por la incidencia práctica que había tenido esta evolución en la 
concreción de la cuantía de la cuota periódica que había venido pagando, y en el 
propio documento se especifica el valor del índice en ese momento (0,491%). 

ò(é) Adem§s, esta información de la evolución de los índices de referencia 
oficiales era objeto de publicación oficial y periódica por el Banco de España, 
conforme a la disposición adicional segunda de la Orden del Ministerio de 
Economía de 5 de mayo de 1994, y a la Circular 5/1994, de 22 de julio, del Banco 
de España. 

ò(é) Por todo lo cual, hemos de concluir que la cl§usula de modificaci·n cumpl²a 
con estas exigencias de transparencia. 

ò(é) En cuanto a la cl§usula de renuncia al ejercicio de acciones, dentro de un 
acuerdo transaccional (é)Al examinar el tenor la estipulaci·n tercera del contrato 
privado de 25 de junio de 2014, se advierte que la renuncia de acciones, por los 
términos en que está redactada, va más allá de la controversia suscitada en torno a 
la cláusula suelo, ya que se refiere genéricamente a "cualquier acción que traiga 
causa de su formalización y clausulado -del contrato de préstamo-, así como por 
las liquidaciones y pago realizados hasta la fecha". Si la cláusula de renuncia se 
hubiera limitado a las acciones relativas a la validez de la cláusula suelo y a las 
liquidaciones y pagos realizados hasta la fecha, en tal caso podría ser tenida en 
consideración para analizar si la información suministrada resultaba suficiente, en 
atención a las circunstancias del caso, para comprender las consecuencias jurídicas 
de la renuncia. En la medida en que la cláusula de renuncia abarca cuestiones 
ajenas a la controversia que subyace al pretendido acuerdo transaccional, no puede 
reconocerse su validez. 

ò(é) En consecuencia, apreciamos la validez de la estipulación primera del 
contrato privado de 25 de junio de 2014 que modifica la originaria cláusula suelo 
(4,25%), en el sentido de situarla a partir de entonces en el 2,75%; y la nulidad de 
la cláusula tercera de renuncia de acciones. Esta última cláusula, que ha sido 
incluida por el banco en su propio interés, se debe tener por no puesta y por ello 
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ha de ser removida del contrato transaccional. Subsiste el resto del acuerdo que, 
situados en el momento en que fue alcanzado (con las incertidumbres de entonces 
sobre la validez de la cláusula suelo y la limitación de efectos retroactivos si se 
declara nula), y una vez suprimida la cláusula de renuncia de acciones, gira 
esencialmente en torno a la cláusula primera que reduce el suelo al 2,75%: frente 
al actual o potencial interés del prestatario de que se suprima la cláusula suelo, el 
banco accede a reducir el límite, asegurándose que, cuando menos a partir de 
entonces, la cláusula suelo es aceptada de forma inequívoca, cumplidas las 
exigencias de transparencia. 

ò(é) Esta modificaci·n de la cl§usula suelo opera ¼nicamente a partir de la fecha 
del contrato privado, de 25 de junio de 2014. 

ò(é) Se declara la nulidad de la cl§usula suelo establecida en la escritura de 
préstamo hipotecario, que se tiene por no puesta y en su consecuencia procede la 
restitución de las cantidades indebidamente cobradas en aplicación de esa inicial 
cl§usula suelo.ó (F.D.4Ü) [A.B.B]. 

 

Jurisprudencia: Venta de local de negocio sujeto al CC: principio òventa quita rentaó, al no 
haberse pactado lo contrario en el contrato de arrendamiento, ni estar inscrito el mismo en el 
Registro de la Propiedad (art. 1571 CC). Inexistencia de tácita reconducción, por haberse 
excluida la posibilidad de la misma en el contrato: la circunstancia de haber permanecido varios 
meses el arrendatario ocupando el local después de la finalización del arriendo no es una tácita 
reconducción del contrato originario, sino, en su caso, un contrato renovado por meses, al pagarse 
la renta mensualmente (art. 1581 CC). 

STS (Sala 1ª) de 10 de noviembre de 2020, rec. nº 6118/2019. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/06372fb96993f02f/202

01123 

òEl art. 1571 del CC es expresión de la regla general recogida en el aforismo 
ôventa quita rentaõ, que expresa el art. 1571 del CC, seg¼n el cual ô[...] el comprador 
de una finca arrendada tiene derecho a que termine el arriendo vigente al 
verificarse la venta...õ. 

ò(é) Por lo tanto, producida la adquisici·n del inmueble arrendado, trat§ndose de 
un contrato regido por el Código Civil, y habiendo exteriorizado la entidad 
compradora mediante comunicación dirigida a la parte demandada, el mismo día 
de la compra del inmueble, la intención de dar por finalizada la ocupación del 
local arrendado por la parte demandada, dándole un plazo para dejarlo libre y 
expedito a su disposición, es evidente que no puede operar una supuesta tácita 
reconducción, siendo la demandada una tenedora de la cosa sin título para seguir 
usando y disfrutando de la cosa. 

ò(é) En definitiva, consta la voluntad expresa de dar por finalizado el 
arrendamiento por la parte demandante, no ha sido excluida esta facultad "por 
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pacto en contrario", como establece el art. 1571 del CC, no nos hallamos ante un 
arriendo inscrito en el registro merecedor de protección jurídica, ni existe una 
disposición legal que exija respetar el vínculo arrendaticio anterior. 

ò(é) No se dan, por lo tanto, las circunstancias para dar por justificada una tácita 
reconducción que no concurre. Además, en cualquier caso, existen otras 
connotaciones. En efecto, en el contrato de arrendamiento se había renunciado 
expresamente a la tácita reconducción, considerándose a partir de los ocho años 
incumplida la obligación de la arrendataria de entregar la oficina arrendada 
(cláusulas 2.2 y 2.3 del contrato), por lo que incluso la continuidad en la posesión 
del local por la demandada no podría estimarse como manifestación de la 
continuidad tácita del contrato primitivo sino, en su caso, de un contrato 
renovado, cuya renta se abonaba mensualmente con una vigencia, por lo tanto, 
por periodos mensuales ( art. 1581 del CC) y no anuales como se pretende en el 
recurso. Independientemente, por supuesto, de lo establecido en el art. 1571 del 
CC.ó (F.D.3Ü) [JR.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Venta de acciones de Bankia: El plazo de anulación por error comienza el día 
en que se reformularon las cuentas de la entidad, se suspendió su cotización en Bolsa y se solicitó 
una inyección de capital de 19.000 millones de euros (no el día en el que Bankia notificó a sus 
clientes individualmente el canje de acciones). 

STS (Sala 1ª) de 12 de noviembre de 2020, rec. nº 1428/2018. 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/bc5cd49267c1e081/20

201123 

òEn el desarrollo del motivo se aduce, resumidamente, que el d²a inicial del 
cómputo del plazo de caducidad de la acción de anulabilidad debe ser en mayo de 
2013, cuando Bankia notificó a sus clientes individualmente el contrasplit o canje 
de acciones, cuyo resultado fue la reducción del valor de las acciones hasta perder 
casi todo su valor. Momento en el que los accionistas se percataron de la situación 
real de la entidad. 

ò(é) En un caso de salida a cotizaci·n oficial, el valor de la acci·n tiene que ver 
con el valor de la compañía que la emite. Por ello, si el dies a quo debe ser aquel 
en que el comprador pudo apercibirse de su error, en este caso, es claramente el 
25 de mayo de 2012, fecha en que se reformularon las cuentas de Bankia, se 
suspendió su cotización en Bolsa y la entidad solicitó una inyección de capital de 
19.000 millones de euros. 

ò(é) Momento que podemos identificar como el de inicio del cómputo del plazo 
de caducidad, a efectos del art. 1301.IV CC, que es cuando se produjo en el 
desarrollo de la relación contractual un acontecimiento que permitió la 
comprensión real de las características y riesgos del producto que se había 
adquirido mediante un consentimiento viciado.ó (F.D.2Ü) [A.B.B]. 
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Jurisprudencia: Seguro de vida: la ocultación de antecedentes de salud referidos a un infarto y 
patologías de tipo cardiovascular no libera a la aseguradora demandada del pago de la 
indemnización, dada la falta de relación causal entre los antecedentes omitidos y la causa del 
fallecimiento del asegurado, como consecuencia de un cáncer de pulmón diagnosticado cuatro años 
después de suscribir el seguro y que no se ha probado hubiera manifestado hasta entonces 
sintomatología alguna. 

STS (Sala 1ª) de 16 de noviembre de 2020, rec. nº 3327/2017 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/e5fff9f4b111a562/202

01127 

òSeg¼n los hechos probados, es cierto que el asegurado falt· a la verdad al 
responder a varias preguntas del cuestionario, pues negó haber estado de baja 
durante más de quince días en los últimos cinco años por enfermedad o accidente 
pese a que un año antes había sufrido un infarto que le causó una cardiopatía 
isquémica crónica; negó haber sido intervenido quirúrgicamente pese a que a 
resultas del infarto se le implantaron unos stents mediante acto médico- 
quirúrgico; que negó estar bajo tratamiento médico pese a que tomaba 
habitualmente diversos fármacos para el tratamiento de distintas patologías 
diagnosticadas varios años antes (hipertensión, hipercolesterolemia) y medicación 
para evitar trombos tras sufrir el infarto; y que a pesar de estos antecedentes 
afirmó encontrarse en buen estado de salud y sin enfermedad. 

ò(é) Sin embargo, (é) la ocultaci·n de esos antecedentes de salud referidos al 
infarto y a las patologías de tipo cardiovascular relacionadas con el mismo no 
deben producir, conforme a la jurisprudencia sobre el art. 10 LCS, el efecto de 
liberar a la aseguradora demandada del pago de la indemnización, dada la falta de 
relación causal entre los antecedentes omitidos y la causa del fallecimiento del 
asegurado, que estuvo en un cáncer de pulmón diagnosticado cuatro años después 
de suscribir el seguro y que no se ha probado hubiera manifestado hasta entonces 
sintomatolog²a alguna.ó (F.D.9Ü) [JR.V.B]. 

 

Jurisprudencia: Seguro de vida: el carácter genérico o ambiguo de las preguntas no excluye la 
existencia de dolo o culpa grave, si se constata la existencia de suficientes elementos significativos 
que el asegurado debía representarse como objetivamente influyentes para que la aseguradora 
pudiera valorar el riesgo. Culpa grave de la asegurada, que ocultó estar bajo supervisión médica, 
tras sufrir un cáncer de mama, y negó tener una revisión próximamente, a pesar de ser 
preguntada por este extremo y de que dicha revisión se le practicaría 15 días después de firmar la 
póliza: concurrencia de elementos objetivos que la asegurada debía haberse representado 
necesariamente como influyentes para valorar el riesgo de fallecimiento. 

STS (Sala 1ª) de 25 de noviembre de 2020, rec. nº 4153/2017. 
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http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/5ebd8b83a7a8341c/20

201214 

òEl presente litigio versa sobre la reclamaci·n del viudo de la asegurada (en su 
propio nombre y además en representación de su hijo menor de edad) contra la 
compañía de seguros con la que su esposa tenía en vigor, en el momento de 
producirse su fallecimiento, un seguro de vida con cobertura de invalidez 
vinculado a una póliza de crédito, habiéndose desestimado la demanda en ambas 
instancias por infracci·n del deber de declaraci·n del riesgo.ó (F.D.1Ü). 

ò(é) El recurso de casaci·n se compone de un solo motivo que se funda en 
infracción del art. 10 LCS y de la jurisprudencia de esta sala. 

ò(é) En su desarrollo se argumenta, en s²ntesis, que para apreciar la infracción 
del deber de declarar el riesgo por parte de la asegurada la sentencia recurrida se 
apoya en la tercera de las declaraciones contenidas en el cuestionario o declaración 
de salud, según la cual la asegurada negó haberse sometido a algún tipo de 
tratamiento o supervisión médica, obviando así el tribunal sentenciador que se 
trataba de una pregunta excesivamente genérica que no servía para indagar sobre 
las enfermedades concretas del asegurado, siendo de aplicación al caso la 
jurisprudencia de que las consecuencias de un cuestionario de salud excesivamente 
genérico ha de soportarlas el asegurador, no el asegurado. (F.D.2º). 

ò(é) Como se ha indicado ya, su motivo ¼nico se funda en infracci·n del art. 10 
LCS y de la jurisprudencia de esta sala sobre la falta de idoneidad, a los efectos de 
poder apreciar la conducta dolosa o gravemente negligente del asegurado, de un 
cuestionario o declaración de salud que contenga preguntas excesivamente 
genéricas sobre sus antecedentes de salud. (F.D.6º). 

ò(é) procede recordar que (é) no siempre que se ha declarado la existencia de 
ocultación dolosa o gravemente negligente se ha partido del carácter concreto, 
específico, no genérico ni ambiguo de las preguntas, pues en algunos casos, a 
pesar de la generalidad del cuestionario, se ha apreciado también la infracción del 
deber de declarar el riesgo tras constatarse la existencia de ôsuficientes elementos 
significativos que el asegurado debía representarse como objetivamente 
influyentes para que la aseguradora pudiera valorarõ ( sentencia 621/2018, con cita 
de la 542/2017, ambas citadas por la sentencia 7/2020).ó (F.D.7Ü). 

ò(é) Es cierto (é) que algunas de las preguntas a las que la asegurada contest· 
negativamente eran excesivamente genéricas. 

ò(é) Sin embargo, también es cierto que las preguntas de la aseguradora no se 
limitaron a indagar acerca de enfermedades, patologías o padecimientos 
subsistentes que, vistas las circunstancias médicas, tras casi diez años sin una 
recidiva, la asegurada podía no representarse como un problema que le afectara y 
que verdaderamente influyera en el riesgo que pretendía asegurar, sino que 
también se le preguntó, en este caso de forma muy concreta, si estaba bajo 
tratamiento o seguimiento facultativo (si se hab²a ôsometido a alg¼n tipo de 
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tratamiento o supervisi·n m®dica o realizado estudio m®dico especialõ que 
hubieran requerido pruebas diagnósticas como ecografías, escáneres o 
radiografías, y si debía consultar a un médico próximamente), lo que también 
negó. 

ò(é) En consecuencia, es procedente la liberación de la aseguradora por culpa 
grave de la asegurada, pues cuando esta hizo esa declaración sobre su estado de 
salud concurrían elementos objetivos que debía representarse necesariamente 
como influyentes para valorar el riesgo de fallecimiento, tales como la obligación 
de someterse anualmente a revisiones periódicas que incluían estudios médicos de 
cierta amplitud, como las pruebas radiológicas por las que fue expresamente 
preguntada, dado que ese control o supervisión médica era aconsejable ante la 
probabilidad de recaídas, nada infrecuentes en enfermedades tan graves como el 
cáncer de mama. De hecho, pese a que las revisiones eran anuales y que la del año 
en que contrató el seguro se le practicó apenas 15 días después de firmada la 
póliza, declar· no tener que consultar a un m®dico pr·ximamente.ó (F.D.8Ü) 

ò(é) Conforme a los arts. 487.2 y 398.1 en relaci·n con el 394.1, todos de la 
LEC, procede confirmar la sentencia recurrida.ó (F.D.9Ü). [A.B.B]. 
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òEl presente litigio versa sobre la reclamaci·n del asegurado contra su compa¶²a 
de seguros para el cumplimiento del contrato de seguro de vida con cobertura de 
invalidez, vinculado a un préstamo hipotecario, que se encontraba en vigor al 
producirse el siniestro, consistente en la declaración de incapacidad permanente 
absoluta (IPA) del asegurado. La demanda fue desestimada en segunda instancia 
por dolo del asegurado. 

ò(é) Sus razones son, en s²ntesis, las siguientes: (i) ha quedado probado el dolo 
del asegurado, pues este firmó libremente una póliza en cuyo clausulado se 
incluyó una declaración de salud ("bien destacada y firmada en la parte inferior de 
la misma hoja") en la que se le preguntó si se encontraba en buen estado de salud, 
a lo que respondió afirmativamente pese a que en la pregunta se aclaraba que la 
respuesta no podía ser negativa si el asegurado padecía enfermedades graves, en 
concreto de tipo cardiovascular como era el caso, puesto que el Sr. Juan Antonio 
venía padeciendo desde mucho antes de firmar la póliza un aneurisma disecante 
iliaca izquierda que el médico que le atendía valoró como causa determinante de la 
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